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1) TEXTO DE LA CITACION 
«Montevideo, 30 de julio de 1999. 


La CAMARA DE SENADORES se reunirá en sesión ordi- 
naria, el próximo martes 3 de agosto, a la hora 16, a fin de 
informarse de los asuntos entrados y considerar el siguiente 


ORDEN DEL DIA 


1% Continúa la discusión particular del proyecto de 
ley por el que se establecen normas sobre factoring 
y securitización de activos. 


(Carp. N* 1325/99 - Rep. N* 931/99. Anexo l). 


2%) Elección de miembros de la Comisión Permanente 
del Poder Legislativo (artículo 127 de la Constitu- 
ción). 


3%) Exposición de cuarenta minutos del señor Senador 
José Korzeniak sobre el tema “Neoliberalismo y su 
aplicación en el Uruguay”. 


(Carp. N* 1406/99). 


4%) Discusión general y particular del proyecto de ley 
por el que se crea el Fondo de Inversiones para la 
Colonización, el que será administrado por el Insti- 
tuto Nacional de Colonización. 


(Carp. N* 706/97 - Rep. N* 761/98). 


5%) Continúa la discusión particular del proyecto de 
ley por el que se regulan las técnicas de reproduc- 
ción humana asistida. 


(Carp. N* 410/96 - Rep. N* 774/98. Anexo 1/99). 


6% Discusión general y particular del proyecto de ley 
por el que se declara falta laboral grave de la parte 
empleadora todo acto de violencia, injuria, amena- 
za, malos tratos, acoso sexual o cualquier otra vio- 
lación al deber del respeto de la personalidad físi- 
ca O moral del trabajador, cometidos por el em- 
pleador o representantes o por familiares. 


(Carp. N* 636/97 - Rep. N* 813/98. Anexo 1/99). 


7%) Discusión particular del proyecto de ley por el que 
se declara que las trabajadoras públicas o privadas 
en estado de gravidez, no podrán ser destinadas a 
cumplir tareas que por su naturaleza pudieran afec- 
tarlas. 


(Carp. N” 1185/98 - Rep. N* 749/98). 


Discusión general y particular de los siguientes proyec- 
tos de ley: 


8%) por el que se establece que el Ministerio del Inte- 
rior deberá hacer efectivo el pago de los aportes al 
Servicio de Retiros y Pensiones Policiales corres- 
pondientes a las remuneraciones que los funciona- 
rios perciben por tareas extraordinarias (artículo 
222 de la Ley N* 13.318, de 28 de diciembre de 
1964). 


(Carp. N” 1184/98 - Rep. N* 784/98). 
9%) por el que se tributan diversos homenajes a inte- 


grantes de las Fuerzas Armadas y Policiales abati- 
dos en la lucha contra la sedición. 


(Carp. N* 1189/98 - Rep. N* 820/98). 


10) por el que se aprueba el Tratado sobre Asistencia 
Mutua en Materia Penal entre el Gobierno de la 
República y el Gobierno de Canadá. 


(Carp. N* 1284/98 - Rep. N* 880/99). 


11) por el que se aprueba el Tratado de Asistencia Ju- 
rídica Mutua en Asuntos Penales entre la Repúbli- 
ca y la República de Venezuela. 


(Carp. N” 1282/98 - Rep. N* 881/99). 


12) por el que se reglamenta el ejercicio de la profe- 
sión de psicólogo. 


(Carp. N* 1364/99 - Rep. N* 883/99). 
13) Continúa la discusión única de las modificaciones 


introducidas por la Cámara de Representantes al 
proyecto de ley por el que se prohíbe la introduc- 
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ción al país de desechos químicos, biológicos o 
radiactivos. 


(Carp. N* 100/95 Rep. N* 657/98). 


por el que se aprueba el Acuerdo entre el Gobierno 
de la República y el Gobierno de Canadá, para la 
Cooperación en los Usos Pacíficos de la Energía 
Nuclear. 


(Carp. N* 1549/89 - Rep. N* 896/99). 


por el que se aprueba el Protocolo sobre Promo- 
ción y Protección de Inversiones Provenientes de 
Estados no Partes del MERCOSUR. 


(Carp. N* 794/97 - Rep. N* 892/99). 


por el que se aprueba el Acuerdo para la Promo- 
ción y Protección de Inversiones entre el Gobierno 
de la República y el Gobierno de Malasia. 


(Carp. N* 467/96 - Rep. N* 897/99). 


por el que se aprueba el Acuerdo entre el Gobierno 
de la República y el Gobierno del Estado de Israel 
para la Promoción y Protección Recíproca de In- 
versiones. 


(Carp. N* 1142/98 - Rep. N* 893/99). 


por el que se aprueba el Acuerdo entre el Gobierno 
de la República y el Gobierno de la República de 
Venezuela para la Promoción y Protección Recí- 
proca de Inversiones. 


(Carp. N* 1267/98 - Rep. N* 895/99). 


por el que se reglamenta el artículo 118 de la Cons- 
titución fijando plazos para la respuesta de los pe- 
didos de datos e informes. 


(Carp. N* 1052/98 - Rep. N* 904/99). 


Continúa la discusión general y particular del pro- 
yecto de ley por el que se declara de interés nacio- 
nal la zona costera del balneario Aguas Dulces, 
ubicado en la 4ta. Sección Judicial del departa- 
mento de Rocha. 


(Carp. N” 1290/98 - Rep. N* 815/98). 
por el que se autoriza la salida del país del Buque 
ROU “Montevideo” y su tripulación para partici- 


par en la Operación UNITAS XL. 


(Carp. N* 1404/99 - Rep. N* 934/99). 
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22) por el que se sustituye el artículo segundo de la 
Ley N* 16.995, referente a la asistencia letrada en 
las audiencias de conciliación administrativa. 


(Carp. N* 1410/99 - Rep. N* 942/99). 


23) Informe de la Comisión de Asuntos Administrati- 
vos relacionado con la solicitud de venia del Poder 
Ejecutivo para destituir de su cargo a una funcio- 
naria del Ministerio de Economía y Finanzas. (Pla- 
zo constitucional vence 4 de agosto de 1999). 


(Carp. N* 1377/99 - Rep. N* 900/99). 


24) Proyecto de resolución elevado por la Comisión de 
Asuntos Internacionales por el que se crea la Aso- 
ciación de Amistad Parlamentaria entre la Repúbli- 
ca y la República Arabe Saharaui Democrática. 


(Carp. N* 1361/99 - Rep. N* 842/99). 


Mario Farachio 
Secretario.» 


Jorge Moreira Parsons 
Secretario 


2) ASISTENCIA 


ASISTEN: los señores Senadores Andújar, Antognazza, 
Arismendi, Astori, Atchugarry, Bergstein, Brezzo, Carval- 
ho, Cid, Couriel, Chiesa, Gandini, Garat, García Costa, 
Gargano, Heber, Irurtia, Iturria, Korzeniak, Pais, Pere- 
yra, Pozzolo, Quarneti, Ricaldoni, Sanabria, Santoro y Se- 
govia. 


FALTAN: con licencia, la señora Senadora Dalmás y los 
señores Senadores Hierro López, Mallo, Michelini, Millor y 
Virgili; con aviso el señor Senador Fernández y sin aviso el 
señor Senador Andrade. 


3) ASUNTOS ENTRADOS 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la 
sesión. 


(Es la hora 16 y 35 minutos.) 
-Dése cuenta de los asuntos entrados. 
(Se da de los siguientes: ) 


«El Decano de la Facultad de Psicología de la Uni- 
versidad de la República, el Decano de la Facultad de 
Psicología de la Universidad Católica del Uruguay “Dá- 
maso Antonio Larrañaga”, Sociedad de Psicología del 
Uruguay y la Secretaría de Psicólogos del Uruguay re- 
miten nota relacionada con el proyecto de ley a estudio 
que regula el ejercicio de la profesión de Psicólogo. 

-TENGASE PRESENTE Y AGREGUESE A SUS AN- 
TECEDENTES. 
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4) SOLICITUD DE LICENCIA 
SEÑOR PRESIDENTE.- Dése cuenta de una solicitud de 
licencia. 


El señor Intendente Municipal de Montevideo, remi- 
te nota acusando recibo de la exposición del señor Se- 
nador Helios Sarthou relacionada con la necesidad de 
reglamentar lo concerniente a los alimentos manipula- 
dos genéticamente. 

“OPORTUNAMENTE LE FUE ENTREGADO AL 
SEÑOR SENADOR HELIOS SARTHOU. 


El señor Presidente del Parlamento Latinoamericano 
remite nota adjuntando el proyecto de Estatuto del Cen- 
tro Internacional de Políticas Públicas solicitando la dis- 
tribución entre los señores Senadores. 

-REPARTASE. 


El señor Presidente del Senado presenta la Rendi- 
ción de Cuentas y Balance de Ejecución Presupuestal 
del Ejercicio 1998. 

-A LA COMISIÓN DE PRESUPUESTO. 


El señor Presidente de la Comisión Administrativa 
del Poder Legislativo eleva proyecto de resolución por 
el que se aprueba la Rendición de Cuentas y Balance de 
Ejecución Presupuestal del ejercicio 1998. 

-A LA COMISIÓN DE PRESUPUESTO.» 


(Se da de la siguiente:) 


«El señor Senador Virgili solicita licencia por el día 
de hoy.» 


-Léase. 
(Se lee:) 
«Montevideo, 3 de agosto de 1999. 


Señor Presidente de la Cámara de Senadores 
Licenciado Hugo Fernández Faingold 
PRESENTE 


Por la presente, comunico a Ud., que por compromi- 
sos contraídos con anterioridad me vi imposibilitado de 
asistir a la sesión del día de hoy, 3 de agosto a partir de 
las 16 horas. 


Sin otro particular, se despide muy atentamente, 
Orlando Virgili. Senador.» 


-Se va a votar si se concede la licencia solicitada. 
(Se vota:) 


-12 en 12. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
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5) INTEGRACION DEL CUERPO 


SEÑOR PRESIDENTE.- Dése cuenta de varios desistimien- 
tos que han llegado a la Mesa. 


(Se da de los siguientes:) 


«El señor Tabaré Hackembruch, el Diputado Luis 
Batlle Bertolini, la doctora Adela Reta, el contador Ri- 
cardo Zerbino, el doctor Elías Bluth, el contador Ariel 
Davrieux, los doctores Ruben Correa Freitas, Carlos Bas- 
tón, Didier Opertti, Washington Bado, Alberto Scavare- 
1li y Matías Rodríguez comunican que por esta oportu- 
nidad no aceptan la convocatoria de que han sido obje- 
to.» 


-En consecuencia, queda convocado el señor Senador Al- 
vario Bentancur, quien ya ha prestado el juramento de estilo 
por lo que, si se encontrara en Antesala, se le invita a ingresar 
al Hemiciclo. 


6) FACTORING Y SECURITIZACION DE ACTIVOS 


SEÑOR PRESIDENTE.- El Senado ingresa al orden del 
día con la consideración del asunto que figura en primer térmi- 
no: «Continúa la discusión particular del proyecto de ley por el 
que se establecen normas sobre factoring y securitización de 
activos.» 


(Antecedentes: ver 32* SE) 
-Continúa en consideración el artículo 1”. 
SEÑOR ATCHUGARRY - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR ATCHUGARRY -- Señor Presidente: el artículo 1? 
incorpora un Título completo a la Ley de Fondos de Inversión. 
En consecuencia, tal vez valga la pena ir haciendo referencia a 
cada una de las disposiciones que pasarían a constituirlo, por 
más que desde el punto de vista formal de la iniciativa, sólo 
forman parte del artículo 1*. 


En tal sentido, cabe señalar que la posición de la Comisión 
sugerida al Cuerpo es diferente a la que presentó el Poder 
Ejecutivo, que plantea esto como una ley independiente. Inclu- 
so, en algún momento, dicho Poder había enviado también otra 
figura jurídica que es la duplicata, la factura. Por tanto, simple- 
mente se trató de utilizar la mecánica que ya existe en materia 
de fondos de inversión, y la llave de la figura que queremos 
traer la da el artículo 30. 


Estamos ante un fondo de inversión más, que tiene algunas 
características. En principio, se debe señalar que en cada uno 
de estos fondos que se constituya, los créditos van a ser homo- 
géneos, o sea, de similares características. 
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De acuerdo con lo que establece el inciso primero, este 
nuevo artículo 30 supone que en una primera etapa, en forma 
automática, se trata de créditos con garantías hipotecarias. En 
una segunda etapa, según la reglamentación, se permite la ad- 
misión de otros fondos cuyas garantías sean diferentes a la 
hipotecaria, pero siempre manteniendo el concepto de que de- 
ben ser créditos que gocen de algún tipo de garantía. Se discu- 
tió expresamente en Comisión si habilitábamos o no créditos 
sin garantía. Finalmente, la opinión de sus integrantes fue no 
admitir, por lo menos en esta ley, créditos sin garantía. Debe- 
mos decir que no estuvo ajeno al ánimo de la Comisión procu- 
rar que este nuevo tipo de activo a comercializar en la Bolsa 
tuviera características de seguridad, de transparencia, para de- 
volverle confianza a la mecánica. 


El último inciso refiere concretamente a la manera en que 
el ahorrista va a acceder a participar en el fondo. De hecho, 
podrá hacerlo como cuotapartista y, por lo tanto, siendo copro- 
pietario del mismo. También podrá participar a través de un 
título valor que el fondo emita contra sus activos. Debemos 
recordar que, tal como acontece en relación con toda la Ley de 
Fondos de Inversión, el fondo es independiente de la sociedad 
administradora y, por consiguiente, no sigue la buena o mala 
suerte de ésta. El ahorrista también puede participar de una 
manera mixta. El inciso establece que si hubiera remanentes, 
deberá aclararse a quién pertenecen los derechos de copropie- 
dad sobre el fondo en cuestión. 


En consecuencia, señor Presidente, en este artículo 1” se 
hace una subespecie de los fondos de inversión y, por lo tanto, 
se le aplica al resto de la ley que hoy está vigente. 


Tal como apreciaremos en las disposiciones siguientes, se 
han procurado algunas excepciones al régimen general, básica- 
mente referidas a una mayor transparencia, un mayor análisis y 
una mejor información al público en materia de las caracterís- 
ticas. De ahí la requisitoria del artículo siguiente en materia de 
auditoría externa obligatoria, lo cual en la Ley de Fondos de 
Inversión constituye una facultad para el resto de los fondos. 
Aquí eso se reclama en todos los casos, no sólo en el inicio del 
fondo y en forma periódica, sino también para poder sustituir 
valores, cosa que establece el artículo 32. Como veremos más 
adelante, a tales efectos se libera del secreto comercial, o de la 
reserva comercial y del secreto bancario, lo que motivó la 
reflexión de la Comisión, llegándose al entendido de que con 
la única excepción de mantener la reserva de los nombres de 
los deudores -sobre todo habida cuenta de que estamos segura- 
mente ante una cantidad importante de pequeños créditos- de- 
bía liberarse esa reserva, a los efectos de que el público aho- 
rrista estuviera en condiciones de poder aquilatar, juzgar y 
apreciar la naturaleza de estos créditos y particularmente su 
riesgo, la relación de la cuota de pago y los ingresos de la 
deuda, el valor del bien, la conducta del deudor, la concentra- 
ción o no de los mismos, etcétera. 


Estamos hablando de todos los elementos que son relevan- 
tes; en la medida en que se preservaran estas dos reservas, no 
quedarán librados exclusivamente a la buena o mala voluntad 
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de quien organiza el fondo. Insisto en que como el propósito 
es desarrollar estos créditos, se ha resuelto levantar los aspec- 
tos que he mencionado. 


Por último, señalo que a mi juicio los cuatro Partidos que 
aquí estamos representados tenemos la aspiración de que en 
los próximos cinco años el país crezca más. Los créditos, señor 
Presidente, son indispensables para todo proceso de inversión 
que, a su vez, resulta un requisito imprescindible para que 
Uruguay crezca. Lo cierto es que nuestro país históricamente 
invierte menos que el promedio de América Latina. 


Asimismo, los créditos tienen una bajísima, diría casi inexis- 
tente, participación en el financiamiento de los emprendimien- 
tos productivos del mercado de capitales. Incluso, actualmente 
hasta el más humilde de los uruguayos está informado de la 
evolución de las Bolsas de los vecinos -ya no hablemos del 
primer mundo- algunas no mucho más grandes que la de nues- 
tro país. Podríamos mencionar la Bolsa de San Pablo, pero 
cualquiera de los países latinoamericanos cuenta con mercados 
de capitales bastante desarrollados. 


Debo decir que acompañé una iniciativa que fue presentada 
a la Comisión y constituía un ejemplo de legislación, que con- 
taba con soluciones a veces iguales desde el punto de vista 
técnico, incorporando este instrumento y otros, pero que prác- 
ticamente aparecía en las legislaciones de todos los países de 
Sudamérica. En los hechos esto demuestra claramente que no- 
sotros no contamos, hoy por hoy, con un mercado de capitales; 
apenas si tenemos un sistema de intermediación para colocar 
Deuda Pública. El pequeño embrión que significaron las obli- 
gaciones negociables ha tenido dificultades que son propias de 
la naturaleza del papel porque, por definición, son la concen- 
tración absoluta al riesgo. Esto quiere decir que el tomador de 
un papel concentra todos los riesgos en una sola empresa, la 
cual podrá estar o no garantizada. 


Sin usar nombres propios, debo agregar que la empresa 
señala una misión muy importante y quien invierta en ese pa- 
pel estará a la buena o mala suerte del destino de dicha empre- 
sa. 


Las estadísticas también muestran que el crédito de media- 
no y largo plazo que se otorga a las familias es en el Uruguay 
mucho más bajo que en cualquier otro país con el que se pueda 
comparar. En consecuencia, no sólo a los efectos de produc- 
ción sino también para permitir el desarrollo de las familias y 
la consecución de sus objetivos -llámese vivienda, educación u 
otros- se intenta generar una corriente de crédito de mediano y 
largo plazo y con bajos costos, porque es una necesidad. Pero 
no será este el único instrumento; nuestra expectativa es que al 
menos se estimule en forma importante y se convierta, como 
sucede en muchas partes del mundo, en uno de los principales 
instrumentos -para dar mayores seguridades a otros elementos- 
a los efectos de dinamizar y canalizar el ahorro que, en el caso 
de los uruguayos, terminaría yéndose hacia el exterior. Como 
es notorio y tradicional, muchas veces el ahorro de los vecinos 
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converge en el Uruguay en forma de depósitos que son recolo- 
cados por instituciones bancarias porque -para usar palabras de 
la gente de Bolsa- en nuestro país hay pocos lugares donde 
colocar el dinero. Aunque en la historia de la humanidad no 
hay instrumento que no ofrezca siempre algún tipo de riesgo o 
del que alguien haya hecho mal uso, tengo la impresión de que 
en este caso se trata de un papel con más seguridades de las 
que actualmente se puede disponer y, por lo tanto, confiamos 
particularmente en su forma automática con garantía hipoteca- 
ria y en que será de fácil aceptación. A su vez, abrirá una 
puerta que en la medida en que todos los uruguayos que parti- 
cipamos como ahorristas, proveedores y demás, la usemos con 
prudencia y sabiduría, va a ir generando una corriente de cré- 
dito. 


Es cuanto tengo que informar acerca del artículo 30, aun- 
que de alguna manera he hecho una referencia lateral a los 
artículos 31 y 32, que integran este primer Título. 


Como se puede apreciar, se ha utilizado -como ya se ha 
explicado en la sesión pasada- la palabra «securitización» que 
naturalmente no existe en el idioma castellano, al igual que el 
término «titulación». Pero se prefirió la palabra que se asemeja 
más al origen histórico del instituto. 

7) INTEGRACION DEL CUERPO 

SEÑOR PRESIDENTE.- La Mesa desea dar cuenta que ha 
llegado un aviso de desistimiento de parte del señor Bentancur 
a la convocatoria de la que fuera objeto por la licencia del 
señor Senador Virgili, votada en el día de hoy. 

En consecuencia, queda convocado el señor Senador Quar- 
neti, quien ya ha prestado el juramento de estilo por lo que, si 
se encontrara en Antesala, se le invita a pasar al Hemiciclo. 

(Ingresa a Sala el señor Senador Quarneti) 


S) FACTORING Y SECURITIZACION DE ACTIVOS 


SEÑOR PRESIDENTE.- Continúa la consideración del pri- 
mer punto del orden del día. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el artículo 1*. 
(Se vota:) 

-21 en 23. Afirmativa. 

En consideración el artículo 2. 

SEÑOR KORZENIAK.- Pido la palabra. 

SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Senador. 


SEÑOR KORZENIAK.- Quisiera hacer una consulta a los 
Miembros Informantes del proyecto de ley. Debo confesar que, 
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sin perjuicio de algunas reservas, ya que me ha parecido que 
esta iniciativa tiene algunos inconvenientes, luego de un balan- 
ce creo que es apropiado votarla. Sin embargo, quiero pregun- 
tar si cabría la posibilidad de no utilizar el vocablo «factoring» 
y recurrir a una expresión en español o castellano que no ofre- 
ciera dudas, es decir, que cumpla con las características del 
mismo. Desde el punto de vista idiomático y de la formulación 
legislativa, debo confesar que me cuesta aprobar una ley que 
contenga un vocablo de este estilo, que ni siquiera está entre 
comillas. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el Miembro In- 
formante, señor Senador Atchugarry. 


SEÑOR ATCHUGARRY.- En efecto, esa sensación cutá- 
nea la hemos tenido tanto con ese término como con la palabra 
«securitización», que notoriamente tienen origen inglés. Lo que 
sucede es que en la plaza, que cuenta con la autonomía de la 
voluntad, es un vocablo que figura en los contratos. Franca- 
mente, en la Comisión no se nos planteó o a nadie se le ocurrió 
un nombre diferente, aunque no me niego a considerar alguna 
alternativa. 


SEÑOR CARVALHO.- ¿Me permite una interrupción, se- 
ñor Senador? 


SEÑOR ATCHUGARRY.- Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede interrumpir el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR CARVALHO.- El señor Senador Atchugarry sabe 
que en alguna medida este tema también me preocupa, por lo 
que recurro a la memoria para recordar el término que utiliza 
la doctrina o la legislación española en la materia. Allí se 
menciona el «contrato de factoraje», que es una adaptación 
más o menos aceptable del vocablo inglés original y, en el 
fondo, se refiere a facturas. Me atrevo a hacer esta sugerencia 
para atender la inquietud del señor Senador Korzeniak, que 
también comparto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede continuar el Miembro In- 
formante, señor Senador Atchugarry. 


SEÑOR ATCHUGARRY-.- Si el señor Presidente me per- 
mite, quisiera consultar a los demás Miembros Informantes, 
señores Senadores Bergstein y Astori, al respecto. 


SEÑOR BERGSTEIN.- ¿Me permite una interrupción, se- 
ñor Senador? 


SEÑOR ATCHUGARRY.- Con mucho gusto. 


9) ELECCION DE MIEMBROS DE LA COMISION 
PERMANENTE DEL PODER LEGISLATIVO 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si el señor Senador Atchugarry 
lo permite y antes de otorgar la interrupción al señor Senador 
Bergstein, la Mesa desea hacer una breve intervención para 
informar que se ha hecho entrega de las hojas de votación 
correspondientes a la elección de los miembros de la Comisión 
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Permanente, incluyendo los nombres de los señores Senadores, 
según fueron comunicados por las distintas bancadas. En el 
siguiente punto del orden del día se dará cuenta del resultado 
de la votación, que se recogerá durante el tratamiento del resto 
de este tema. 


10) FACTORING Y SECURITIZACION DE ACTIVOS 


SEÑOR PRESIDENTE. Continúa la consideración del 
asunto que figura en primer término del orden del día. 


Puede interrumpir el Miembro Informante, señor Senador 
Bergstein. 


SEÑOR BERGSTEIN.- Efectivamente, como acaba de se- 
ñalar el señor Miembro Informante, hemos intercambiado ideas 
en el seno de la Comisión acerca de cómo denominar estas 
figuras jurídicas, compartiendo, de alguna manera, la preocu- 
pación del señor Senador Korzeniak. 


La Comisión se inclinó por el término «factoring» porque 
es el término que en forma prácticamente unánime utiliza la 
doctrina jurídica, dentro y fuera del país. En efecto, hay varios 
trabajos en Uruguay y en otros países de América Latina, como 
por ejemplo Argentina y Chile, en relación con este tema, y es 
el término que se utiliza. Algunas legislaciones sudamericanas 
que ya lo han incorporado -como es el caso de Chile- utilizan 
el término «factoring». 


Sinceramente, desconocía que la legislación española em- 
pleara el término «factoraje», pero preferiría no innovar; en el 
mundo global y en la globalidad jurídica hay términos que 
necesariamente se van a tener que imponer, porque se van a 
uniformizar en los distintos sectores jurídicos, aunque más no 
fuere para facilitar las relaciones jurídicas entre las partes a 
medida que se van acuñando figuras más y más sofisticadas. 


De manera que, en lo personal, preferiría mantener esta 
expresión. Pienso, además, que así como otras expresiones que 
no son de origen español ya están incorporadas en el dicciona- 
rio, no va a pasar mucho tiempo antes de que palabras como 
«factoring» también sean agregadas. Del mismo modo, otras 
expresiones que tienen su origen en el idioma español se están 
incorporando al derecho de otros países. Este intercambio de 
figuras jurídicas es consecuencia de la globalización y, perso- 
nalmente -no sé cuál es la opinión de los otros miembros de la 
Comisión-, con todo respeto, preferiría que se mantuviera este 
término, que -reitero- es el que está utilizando la doctrina y la 
jurisprudencia en los contados casos que se han presentado. 


Algo similar ocurrió en el caso de la securitización; en 
efecto, nosotros cambiamos la expresión original por «securiti- 
zación» porque, cuando empezamos a leer trabajos jurídicos 
en la materia, vimos que en todas partes se habla de securitiza- 
ción y factoring. Entonces, nos pareció lo más prudente no 
innovar en la materia y seguir los caminos establecidos en 
cuanto a la identificación de los institutos jurídicos que esta- 
mos plasmando en un texto legal. 
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SEÑOR PRESIDENTE.- Puede continuar el señor Senador 
Atchugarry. 


SEÑOR ATCHUGARRY.- Naturalmente, no conozco to- 
dos los antecedentes de la legislación española, pero sí puedo 
decir que en algunos de ellos -por ejemplo, la orden del 13 de 
mayo de 1981- se usaba el término «factoring». Es probable 
que la expresión «factoraje» haya sido utilizada en alguna le- 
gislación posterior, pero al menos en su origen -los señores 
Senadores pueden consultarlo en el distribuido N* 1702, en el 
que está citada la legislación española-, y hasta mayo de 1981, 
en la propia España se empleaba el término «factoring». 


En consecuencia, aunque comparto los escozores de los 
señores Senadores Korzeniak y Carvalho, el razonamiento del 
señor Senador Bergstein me convence, y soy partidario de man- 
tener la palabra «factoring». Por lo demás, tampoco estoy muy 
seguro de que el término «factoraje» sea castizo y no sea otro 
caso como el de «securitización». De modo que, en principio, 
mantendría el término que es más usual. 


SEÑOR GARGANO.-- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Antes de dar la palabra al señor 
Senador Gargano, la Mesa quisiera sugerir lo siguiente. Apa- 
rentemente, la discusión sobre el término «factoring» está vin- 
culada con todo el contenido del texto. Pero el término no 
aparece en el artículo 2”, que es el que estamos considerando 
en este momento. Por lo tanto, sugeriría al Cuerpo -si no hay 
inconveniente- que continuáramos con el tratamiento del texto 
mientras se hacen las consultas informales con el resto de los 
miembros de la Comisión y del Senado, para volver a esta 
discusión antes de la finalización de la consideración del pro- 
yecto, entendiendo que lo que allí resolvamos modificará o 
mantendrá la palabra para todo el texto. 


Tiene la palabra el señor Senador Gargano. 


SEÑOR GARGANO.- Confieso que siempre me llamó la 
atención la práctica de emplear expresiones ajenas al castella- 
no para denominar determinadas operaciones o instituciones. 
Justamente, en este caso habría que distinguir si estamos ha- 
blando de un sistema de operaciones o de una institución nue- 
va que se crea dentro del sistema financiero. Este es un aspecto 
que -lo digo con total humildad- no entiendo; honestamente, 
no lo veo como necesario a los efectos de dar mayor dinamis- 
mo, si se quiere, a la circulación de bienes y de servicios. 


La primera idea que uno se hace cuando lee el texto es que 
esto que se llama factoring hace referencia a empresas que se 
dedican a la negociación de los créditos provenientes de ventas 
de bienes muebles, de prestación de servicios, o de realización 
de obras, y esto es lo que yo veía en los Juzgados de Paz, 
cuando trabajaba en La Comercial, o en la Alcaldía de Primer 
Voto en el Juzgado Civil de Primer Turno, donde tenía alrede- 
dor de 4.000 ó 5.000 ejecuciones anuales de gente que se 
dedicaba a cobrar vales que redescontaba, es decir, compraba 
por una determinada cantidad de dinero y gestionaba su cobro 
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ante los Tribunales. Entonces, veo esta disposición como la 
institucionalización de ese tipo de operativa, y no entiendo 
qué novedad se plantea. Hasta ahora, desde hace cincuenta 
años -que es la historia que yo conozco de este tipo de gestión- 
esto es lo que hacen normalmente esos cobradores de vales, 
vamos a llamarlos así. 


Entonces, me preocupa saber qué ventajas traería la institu- 
cionalización de este mecanismo y en qué contribuye a que las 
cosas sean redituables para la sociedad en su conjunto, puesto 
que hasta ahora están gobernadas por un sistema jurídico muy 
especial, que las rige y les fija un trámite que pasa por el 
reconocimiento de las firmas de los cedentes y de los titulares 
de los créditos anteriores, y el cobro de los intereses pactados 
de acuerdo con el documento. 


Insisto: no entiendo cuál es la finalidad de una construc- 
ción con estas características. 


Además, se incorporan los fondos de inversión cerrados de 
créditos, que tienen unas desgravaciones tributarias que tam- 
bién me llaman la atención. 


Voy a expresar esto con toda claridad, porque me gustaría 
que se me explicara. He dicho, sobre la base de información 
certera proveniente del medio financiero, que algunos de los 
fondos de inversión que llegaron a pagar hasta hace muy poco 
tiempo intereses que estaban absolutamente por encima de la 
realidad nacional e internacional, han sufrido situaciones ex- 
tremadamente duras, y sólo la actividad cuidadosa del Banco 
Central, tratando de que la plaza no se desestabilizara, ha im- 
pedido que las cosas pasaran a mayores, para decirlo en un 
lenguaje en el cual nos entendemos todos. Entonces, no sé si 
estas disposiciones tributarias, que establecen que los fondos 
de inversión no serán gravados con el impuesto a los activos 
de las empresas bancarias ni con el impuesto a las comisiones, 
no ayudan a que el manejo del sistema financiero se desvíe del 
sistema bancario hacia otro, que es una especie de sistema 
paralelo; me refiero a los fondos de inversión. 


Son preguntas que me gustaría que alguien me respondiera, 
para poder votar con algún fundamento. 


SEÑOR ATCHUGARRY .- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el Miembro In- 
formante. 


SEÑOR ATCHUGARRY.- Señor Presidente: en realidad, 
el factoring se aplica cuando no hay Títulos Valores, yendo a 
la pregunta que hacía el señor Senador Gargano. Estas disposi- 
ciones que estamos poniendo son totalmente innecesarias cuando 
hay Títulos Valores, porque estos se trasmiten sin necesidad de 
la mecánica pesada de la cesión de créditos. Vamos a poner un 
ejemplo cualquiera. Un señor equis tiene una barraca y un 
flujo de ventas; de repente no tiene otra garantía para conse- 
guir un crédito que su flujo de ventas, o sea, la Caja que hace 
todos los días. Quien ya tiene un Título Valor no necesita una 
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norma especial, porque éste se trasmite por simple endoso, sin 
necesidad del procedimiento de notificación de cesión de cré- 
dito; y si está al portador, en forma directa, por trasmisión 
manual. Entonces, reitero, no necesita de estas dos disposicio- 
nes, que lo único que hacen es que para el caso del factoring se 
pueda utilizar la forma abreviada de notificación de la cesión 
de créditos que se ha dado para los casos de la securitización. 


Supongamos que se trata de una barraca, una tienda o un 
comercio cualquiera. Lo que está trasmitiendo es su flujo futu- 
ro de ventas como garantía para que le den un préstamo, por- 
que tal vez no tenga garantía hipotecaria o créditos ya concedi- 
dos para poder gestionar el actual. En consecuencia, esto es 
utilizado -básicamente- por empresas pequeñas que no tienen 
una masa de capital que les sirva de garantía; su única garantía 
es la venta diaria. Ahora bien, ¿cómo hace alguien para que 
eso sea una garantía? Digo esto porque la venta diaria es a 
futuro. 


En definitiva, se dice: «yo le transfiero a usted, en forma 
permanente, parcial, o por cierto tiempo, ese flujo de Caja» 
-esa es la figura del factoring- «para que se haga de él; a 
cambio, usted me hace un préstamo, con lo cual yo compraré 
mercadería» -o lo que sea-, «y en función de eso hago las 
cosas.» Ese contrato se está haciendo. Aquí, en realidad, no 
estamos regulando para nada el contrato; lo único que estamos 
diciendo es que para poder hacer esa cesión -por ejemplo, de 
las facturas que se han realizado durante la semana o el mes- 
no es necesario ir hasta el domicilio del deudor, exhibírselas y 
notificarlo, sino simplemente, tal vez, ponerles un sello o man- 
darle una carta, un fax o un telegrama para decirle que la 
facturación del mes ha sido transferida al Banco equis porque, 
a su vez, de esa manera el comerciante puede hacerse del 
dinero, ya que no tiene otra forma de garantizarle al Banco 
para que le preste. 


(Ocupa la Presidencia el señor Senador Wilson Sanabria) 


-De modo que no estamos regulando el factoring en esta 
oportunidad, sino que lo que estamos diciendo es que cuando 
se hace un contrato de factoring se puede utilizar la forma de 
cesión simplificada -más que abreviada- que hemos estableci- 
do para el caso de la securitización. Insisto en que la cesión de 
créditos, si bien transfiere el crédito entre el cedente y el cesio- 
nario, no tiene efectos frente al deudor, o sea el cedido. De 
acuerdo con el Derecho actual, debo ir hasta su casa, exhibirle 
el título y notificarlo formalmente, pero es un procedimiento 
que si pensamos en cientos de operaciones, es costoso, lento y 
a veces casi impracticable, puesto que sería muy difícil ubicar, 
en la vida moderna, a las personas de una sociedad que ya 
tiene millones de habitantes; esto era propio de una sociedad 
de pocos cientos o pocos miles de personas, y funcionaba de 
esa manera. 


El factoring ya existe hoy en día y yo lo he visto funcio- 
nar en empresas de pequeño y mediano porte, que aparente- 
mente -aclaro que no participo de la vida bancaria- no tienen 
otra forma de obtener un crédito que poner en garantía su Caja 
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diaria, semanal o mensual y, en definitiva, transferir la factura- 
ción que han hecho. 


Como el origen del instituto es extranjero, se lo llamó «fac- 
toring»; según sugería el señor Senador Carvalho, «contrato de 
factoraje» es la versión española, pero esto está regulado tam- 
bién en esa legislación y demás, porque atiende a una necesi- 
dad del comercio. 


Si el señor Presidente me lo permite, quisiera no dejar sin 
contestar la otra inquietud que presentaba el señor Senador 
Gargano. La securitización y las normas fiscales que se han 
propuesto, a mi juicio cubren un vacío que veo claro en el 
mercado uruguayo. Lo que los bancos prestan a mediano y 
largo plazo es una fracción muy pequeña del total del crédito; 
respecto al Producto Bruto Interno uruguayo, el total del crédi- 
to -o sea, lo que los uruguayos prestan- es mucho menos, en 
proporción, de lo que se presta en otras economías. De ahí la 
necesidad de armar nuevos instrumentos con este tipo de trata- 
miento, que no es distinto al que le hemos dado a las obliga- 
ciones negociables. 


SEÑOR BERGSTEIN.- ¿Me permite una interrupción, se- 
ñor Senador? 


SEÑOR ATCHUGARRY.- Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE (Don Wilson Sanabria).- Puede in- 
terrumpir el señor Senador. 


SEÑOR BERGSTEIN.- Señor Presidente: agradezco por la 
interrupción. 


Quisiera hacer la siguiente contribución a la inquietud que 
planteó el señor Senador Gargano. Justamente, a él lo conocí 
en el Juzgado de La Comercial -creo que en la calle Justicia 
1960-, pero las ejecuciones que el señor Senador manejaba 
entonces tenían que ver con obligaciones impagas a sus res- 
pectivos vencimientos y por eso estaban en la etapa judicial. 
Pero más allá de esto, que es casi anecdótico, creo que lo 
fundamental, a nuestro modo de ver, es que se crea un vehícu- 
lo -como lo llama una parte de la doctrina- entre los tomadores 
de dinero y los que prestan. El vehículo, en el caso de esta ley, 
son los Fondos de Inversión. 


Siguiendo con el ejemplo del Miembro Informante, una 
tienda o un establecimiento cualquiera tiene un flujo de ventas 
a crédito y cede esos créditos contra una entrega de dinero. 
Incluso, los créditos pueden no existir en ese momento, porque 
el texto legal prevé créditos existentes y futuros. Pero, ¿a quién 
se los cede? No se los cede al que en definitiva le presta el 
dinero, sino al Fondo de Inversión, el cual emite títulos repre- 
sentativos de cuotas partes de este crédito. ¿Cuáles son en- 
tonces las ventajas? Que una persona que tiene pocos ahorros 
-cantidades que para él significan mucho, pero que en términos 
objetivos no son muy grandes- los puede colocar en este Fon- 
do de Inversión. ¿Cuál es el respaldo que tiene con esa cuota 
parte del Fondo de Inversión? No solamente tiene la seguridad 
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que le da que quienes cedieron su crédito al Fondo de Inver- 
sión son titulares que componen distintas empresas y entonces 
se minimiza el riesgo, sino que esa cuota representativa del 
Fondo de Inversión está integrada por cesiones de créditos de 
distintos establecimientos comerciales e industriales. Es decir 
que hay toda una mixtura que, en definitiva, brinda una mayor 
seguridad para el inversor, el cual, aun con una cantidad redu- 
cida, puede verse respaldado por una cantidad de titulares de 
esas deudas. Pero no solamente beneficia al pequeño inversor, 
sino también -como de alguna manera dijo el Miembro Infor- 
mante- a la persona que necesita sumas que para ella son muy 
importantes, pero que a lo mejor son pequeñas, y a las cuales 
accede a través de los Fondos de Inversión. 


¿Por qué todas las exoneraciones tributarias? Para que esto 
pueda funcionar en la práctica y en condiciones competitivas. 
Por ejemplo, en nuestra Bolsa de Valores tenemos obligacio- 
nes negociables de la empresa tal y cual. Uno puede comprar 
obligaciones negociables por valores relativamente reducidos. 


¿Qué respaldo se tiene en la obligación negociable? El de 
la empresa que emitió dicha obligación negociable. Actual- 
mente se discute -se ha hecho con respecto a algún caso noto- 
rio- si hay responsabilidad de parte del auditor o del Banco 
Central. Sin embargo, el hecho concreto se reduce a determi- 
nar quién tiene la responsabilidad de esta empresa. Por el me- 
canismo que se instrumenta en este proyecto de ley, aunque la 
cantidad sea menor a la de la compra de obligaciones negocia- 
bles, se está respaldado por una gran cantidad de deudores que 
tendrán que pagar, en definitiva, las deudas que fueron contraí- 
das con una o más empresas y que se encuentran concentradas 
en esa cuota parte que el inversor toma de este fondo de inver- 
sión. Así, ese fondo de inversión no es más que el vehículo 
intermediario para capitalizar ahorros, que seguramente no van 
a ser muy grandes y, a su vez, destinarlos a quienes lo necesi- 
tan en plaza. 


Asimismo, quiero decir que el problema que muchas veces 
tiene la persona que ya se retiró de la actividad, que está jubi- 
lada y que tiene unos ahorros, es determinar dónde invertirlos, 
a fin de que le rindan más que el dinero colocado a esas tasas 
tan reducidas de los Bancos. 


Personalmente, muchas veces me rebelo ante el hecho de 
que la gente busque realizar inversiones fuera de fronteras. 
Acá, inclusive, se está ofreciendo, al pequeño y mediano inver- 
sor, un instrumento en condiciones muy razonables de seguri- 
dad; no digo en las ideales, porque eso no existe en materia 
financiera. Además, por razones de competitividad con los otros 
instrumentos financieros, esas cuotas partes van a ser más ac- 
cesibles para quien las tome, y tendrán tasas inferiores de las 
que habría que pagar, por sumas análogas, en el sistema finan- 
ciero normal. 


SEÑOR PRESIDENTE (Don Wilson Sanabria).- Continúa 
en el uso de la palabra el señor Senador Atchugarry. 


SEÑOR ATCHUGARRY - Gracias, señor Presidente. 
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Resumiendo, debo decir que no hay cambios en la forma de 
ejecutar, aspecto que constituía una de las preocupaciones del 
señor Senador Gargano. 


Además, no estamos frente a un financiamiento porque, de 
lo contrario, se habría documentado un título valor. La hipóte- 
sis básica de este asunto está constituida por la factura mensual 
o semanal que una empresa extiende a otra o a sus clientes, 
aunque generalmente el crédito de facturas se realiza entre 
empresas. Muchas veces, la única garantía para el pequeño o 
mediano empresario es la Caja diaria, ya que normalmente, 
cuando financia a sus clientes, les hace firmar un pagaré, los 
que no necesitan este tipo de estipulaciones, porque se trasmi- 
ten de otra manera, de acuerdo con la Ley de Títulos Valores. 


Por lo tanto, insisto en el hecho de que este mecanismo está 
pensado para facilitar la gestión de aquella empresa que le 
vende a otra o al público, con una factura mensual, y que 
quiere usarla como garantía para poder sacar un préstamo en el 
sistema financiero, ya que no cuenta con otro respaldo. 


SEÑOR KORZENIAK.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Don Wilson Sanabria).- Tiene la 
palabra el señor Senador. 


SEÑOR KORZENIAK.- Señor Presidente: insisto en una 
fórmula que quizás sea útil, referida a un tema que se decidió 
postergar. 


Sugiero que llamemos a esto «factoraje» -ya que resulta 
más comprensible-, poniendo la palabra «factoring» entre co- 
millas, a fin de que nadie se equivoque, lo que podría solucio- 
nar el problema. 


De cualquier manera, aprovecho mi intervención para decir 
-es el balance que he hecho- que la intención de este proyecto 
de ley es crear un tipo de empresa que se llama «fondo de 
inversión»; todo lo demás se puede hacer. Nada prohíbe que una 
persona se presente ante un Banco solicitando un crédito y ofrez- 
ca, como única garantía, la caja que hace todos los días en su 
pequeño negocio. Esto se puede documentar y el propio Banco 
de la República Oriental del Uruguay está acostumbrado a ha- 
cerlo en el interior, desde hace años. En esos casos, se firma un 
documento, ya sea por ventas realizadas o futuras; también se 
pueden negociar los créditos o las próximas cosechas. 


Reitero que lo que hace este proyecto de ley es crear una 
empresa financiera llamada fondo de inversión o, mejor dicho, 
como ya existe una ley al respecto, lo que se quiere es exone- 
rar a dicha empresa de ciertos impuestos. En este sentido, co- 
nozco algunas situaciones -no es un tema para debatir en este 
momento- que harían que todo esto se viera como algo positi- 
vo, que evitaría algunos problemas que pudieran surgir en un 
ambiente sensible y de los cuales podría salirse por esta vía. 


Es por esta razón, y no otra, que he votado afirmativamente 
esta iniciativa. 
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SEÑOR SARTHOU.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Don Wilson Sanabria).- Tiene la 
palabra el señor Senador. 


SEÑOR SARTHOU.- En realidad, he votado negativamen- 
te el artículo y votaré en la misma forma el resto del proyecto, 
preocupado un poco por el cambio en la situación de los deu- 
dores. Se ve claramente que el proyecto es una forma de cons- 
tituir fondos que manejen, como garantía, los documentos de 
adeudo existentes. Pienso que este proyecto altera fundamen- 
talmente el principio de contractualidad. Quien firma un título 
valor, sabe que se trata de un documento que se va a transferir, 
que va a circular y que no debe preocuparse con respecto a la 
identidad de la persona con quien negocia, porque el título 
valor tiene esa característica. Por el contrario, aquí estamos 
ante Operaciones de compra, típicamente contractuales, puede 
ser de gente modesta, ya que se trata de créditos provenientes 
de la venta de bienes muebles, de prestación de servicios o de 
la realización de obras. Entonces, es como si se instrumentara 
todo esto, que tiene carácter contractual, y automáticamente, 
admitiendo la cesión, se lo transformara como si fuera un título 
valor. Sin embargo, la persona que compra un bien mueble, 
quizás tiene en cuenta el comercio donde lo adquirió y también 
la posibilidad de llegar a un acuerdo en caso de atraso en los 
pagos. En cambio, mediante esta iniciativa, se opera una des- 
personalización total, como consecuencia de la cual puede ha- 
ber una empresa supranacional que, manejando los fondos, sea 
la que lo ejecute. 


¿Por qué la contractualidad tiene importancia? Porque ese 
principio supone que el que hace el negocio toma en cuenta las 
cualidades de la persona con la que contrata. O sea que se 
llega a una despersonalización, sin que ello esté en el origen de 
la operación. Digo esto, porque estamos hablando de una com- 
praventa, no de un negocio de un título de crédito. Reitero que, 
de esta forma, el deudor queda desvinculado de la relación 
original. Así, el artículo 44 aclara muy bien esa situación cuan- 
do se refiere a bienes muebles y a la realización de obras. La 
persona que hace una obra y extiende una factura, luego va a 
tener un acreedor completamente distinto. Incluso, esta situa- 
ción se agrava aún más por la transformación establecida en el 
artículo 34, que deroga la mecánica de los artículos 1758, 
1759 y 1760 del Código Civil. Dichos artículos eran garantía 
de la contractualidad, ya que la persona tenía derecho, una vez 
que se le notificaba, a negarse a esa cesión de crédito, ya que 
el contrato había sido hecho con determinada persona. Por el 
contrario, en esta norma se admite la renuncia anticipada y 
expresa de los derechos e, inclusive, a la notificación de la 
cesión, con exhibición del título. Hoy, con el régimen contrac- 
tual vigente, hay que exhibir el título cuando se cede, cosa que 
aquí, reitero, se elimina. Se elimina tanto la exhibición del 
título como las excepciones. 


Por lo tanto, señor Presidente, este artículo altera el régi- 
men del Código Civil sobre cesión de créditos. Cuando se 
modifica un Código, no puede hacerse en esta forma acciden- 
tal o de rebote, sin el estudio y análisis necesarios. Ello deja, 
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para nosotros, en una indudable situación de indefensión a los 
deudores. Se ha invocado el hecho de que esto permitirá una 
mayor circulación de capitales e inversiones, pero, por nuestra 
parte, planteamos esta objeción que nos parece muy importan- 
te sobre la posición de los deudores 


(Ocupa la Presidencia el licenciado Hugo Fernández Fain- 
gold) 


En segundo término, no estamos de acuerdo con la exone- 
ración, ya que no hay en este artículo 42 una fundada razón 
que, para esta transferencia de derecho de crédito, establezca 
la exoneración del impuesto a las trasmisiones patrimoniales 
existentes o que puedan crearse. Dudo de la constitucionalidad 
de una norma que pueda decir «o que puedan crearse» como si 
fuera un cheque al futuro. Me refiero a la expresión «exonerar 
de los impuestos a las trasmisiones patrimoniales existentes o 
que puedan crearse». Reitero que esto no se entiende, y es 
comparable con un cheque en blanco. No estoy de acuerdo con 
la exoneración en sí misma, porque ésta es una operación co- 
mercial como cualquier otra, y entonces, cabría preguntarse 
por qué esta transferencia sí se exonera y otras no y, además, 
no comprendo la expresión «que puedan crearse». 


En tercer lugar, todo esto de la transferencia de alguna 
manera está vinculado con facilitar la usura porque, como no 
se exhibe el título y no existe control, se despersonaliza la 
obligación. Es muy diferente cuando se trata de Títulos Valo- 
res, porque estas operaciones son causales y esto prácticamen- 
te las transforma como si fueran Títulos Valores y les restringe 
los derechos que otorga la cesión de crédito. 


En cuarto lugar, nos preocupan los efectos sobre el Banco 
Hipotecario, dentro del concepto de éste como una institución 
que actúa no sólo en el plano económico sino con el rol social 
que siempre entendimos debía tener. Aquí se le retira la exclu- 
sividad del privilegio que tenía de acuerdo con la Carta Orgá- 
nica. Asimismo, se admite que contratos de préstamos ya reali- 
zados como, por ejemplo, los otorgados para refacción y com- 
praventa de vivienda usada, o en moneda extranjera, sean mo- 
dificados, admitiendo la cesión. Esto también me parece de 
dudosa constitucionalidad, porque el artículo 10 y las normas 
que regulan el principio de contractualidad impedirían que 
créditos hipotecarios otorgados se puedan ceder por la vía de 
que son determinados, o sea, de vivienda usada o moneda 
extranjera. En esto tampoco hay explicación. Concretamente, 
se establece que para los futuros sí es posible, por lo que hace 
una distinción. De todas maneras, pensamos que esto tampoco 
está ajustado a Derecho, y creemos que el Banco Hipotecario, 
por esta vía, prácticamente puede desprenderse de todas sus 
hipotecas, de acuerdo con lo que aquí se le permite, transfi- 
riéndolas a una empresa. No veo de qué forma se va a cumplir 
el fin social de la institución, si ésta puede ser un cedente 
permanente de todos los créditos hipotecarios futuros, y aún de 
los pasados cuando se trate de vivienda usada o que hayan sido 
contraídos en moneda extranjera. 


Para modificar el Código Civil es necesario tener en cuenta 
que se trata precisamente de un Código, y que de alguna mane- 
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ra se tendría que haber hecho un estudio. Sin embargo, aquí 
prácticamente se transforma el instituto de la cesión de crédito, 
y se transforman contratos con un funcionamiento similar al de 
Títulos Valores. Creo que los deudores -especialmente en lo 
que tiene que ver con bienes muebles y prestaciones de servi- 
cio- van a quedar desprotegidos y no van a poder tener en 
cuenta la calidad del acreedor que tienen, porque esto va a ser 
cedido. Quizás intervenga aquí lo que tiene que ver con la 
posibilidad de inversiones, pero también se va a crear una 
condición muy dramática para los deudores, que hoy ya están 
en una situación muy difícil, lo que demuestra el pasaje al 
«Clearing» de muchas personas compradoras. 


SEÑOR ATCHUGARRY-- Pido la palabra para una acla- 
ración. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR ATCHUGARRY.- Creo que la propuesta que ha 
hecho el señor Senador Korzeniak, en cuanto al nombre, por lo 
menos para mí, es de recibo. Si bien en este momento no está 
en Sala el señor Senador Bergstein, creí entender que para él 
también es válida. 


Por otro lado, deseo hacer una pequeña acotación. Debo 
discrepar con mi querido amigo, el señor Senador Sarthou. No 
tengo ninguna duda de que los créditos provenientes de un 
contrato se pueden ceder. En ese caso, la única consecuencia 
de la negativa del deudor es oponer las excepciones meramen- 
te personales, porque las que provienen del crédito -por ejem- 
plo, la más normal, cuando no se cumplió la obligación- las 
puedo oponer siempre. 


SEÑOR SARTHOU.- ¿Me permite una interrupción, señor 
Senador? 


SEÑOR ATCHUGARRY.- Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Mesa pide excusas al señor 
Senador Sarthou, pero reglamentariamente el señor Senador 
Atchugarry está formulando una aclaración. Por lo tanto, roga- 
mos al señor Senador Atchugarry que concluya su exposición 
y luego se le dará el uso de la palabra al señor Senador Sar- 
thou. 


SEÑOR ATCHUGARRY.- Lamento mucho, señor Sena- 
dor, la cuestión reglamentaria. 


Continuando con mi exposición, cabe señalar que los crédi- 
tos ya pueden ser cedidos, y la negativa del cedido no impide 
que se pueda ceder igualmente el crédito. La única consecuen- 
cia de oponerse dentro del tercer día de ser notificado es que 
se puedan oponer las excepciones meramente personales. Por 
ejemplo, el caso que se suele oponer es una obligación alimen- 
taria personalísima que puede tener con el acreedor. 


Por otro lado, si el crédito cedido proviene de una relación 
sinalagmática, siempre se puede oponer excepciones. Si a mí 
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no me cumplieron, aunque se haya cedido, puedo oponer siem- 
pre, cuando me requieren el pago de la obligación, la excep- 
ción del contrato no cumplido. 


En cualquier caso, acá lo único que estamos operando es la 
modernización y simplificación de la forma de notificación. 
No estamos cambiando el Derecho de fondo, ni siquiera el 
Derecho procesal, sino simplemente aceptando el fax o el tele- 
grama. Tampoco estamos obligando a exhibir el título. Se trata 
simplemente de un ahorro de costos y de tiempo, porque se 
supone, naturalmente, que el deudor conoce su obligación en 
cualquier caso. Si le fuera requerida la obligación judicialmen- 
te, en ese caso es obligatorio y necesario procesalmente acom- 
pañar el título. Por lo tanto, si se le va a requerir judicialmente, 
de cualquier manera, aunque lo haya extraviado, el día que se 
lo reclamen judicialmente va a tener que ir como copia del 
escrito judicial. 


Francamente, no veo un perjuicio de importancia sobre el 
deudor. Pienso, sí, que es una forma de agilizar las cosas res- 
petando, naturalmente, todas las opiniones, como siempre. 


SEÑOR SARTHOU.- Pido la palabra para una aclaración. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR SARTHOU.- El artículo 1758 del Código Civil 
establece la cesión de los créditos, pero exige el consentimien- 
to. Sin embargo, aquí se elimina el consentimiento del deudor, 
que es importantísimo, porque opera como un título valor que 
se hace circular. Estas eran garantías que tenía en la persona 
respecto de la cual se cedía el crédito. El artículo 1760 estable- 
ce que el que no haya consentido puede oponer al cesionario 
todas las excepciones que habría podido oponer al cedente, 
aun las meramente personales. O sea que se refiere al que no 
ha consentido, pero acá no tiene oportunidad de no consentir. 
De alguna manera, todos sabemos que el deudor tiene un esta- 
do de necesidad, y si se le hacen firmar, como se firman, los 
pactos de renuncia a las defensas en el juicio ejecutivo, en este 
caso también va a firmar la renuncia a su defensa. Reitero que 
éstos muchas veces son deudores de bienes muebles o peque- 
ños servicios. 


Por otro lado, pienso que los dueños de los fondos pueden 
llegar a crear una situación de explotación de los pequeños 
comercios que hoy existen y que se vean obligados a entregar 
sus facturas por muy poco valor, en virtud de que están asfixia- 
dos. Precisamente, en el día de ayer se realizó una reunión de 
los pequeños comerciantes minoristas por su dramática situa- 
ción. Observo que lo que aquí puede pasar es que de alguna 
manera se sientan presionados y obligados a largar esas factu- 
ras de las cuales ellos van a ser las víctimas, pero también los 
deudores. 


Por lo tanto, es posible que esto pueda tener cabida en una 
sociedad que está funcionando a «full» desde el punto de vista 
del desenvolvimiento de la vida económica del país; pero en 
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una sociedad que tiene una situación crítica, los que aquí van a 
pagar las consecuencias, sin duda, son los deudores. Es por eso 
que no nos convence privar ahora de esas garantías y alterar la 
mecánica normal de negociación en la que la persona que ad- 
quiere algo, precisamente, toma en cuenta al acreedor que va a 
tener. Aquí desaparece, porque en este caso el acreedor va a 
transferir y será una sociedad impersonal la que se encargue de 
ejecutarlo; esto también va a suceder con las hipotecas que se 
hagan o las que se hayan hecho con el Banco Hipotecario del 
Uruguay, sean de vivienda usada o por préstamos tradiciona- 
les. 


Esa era la aclaración que quería hacer. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la palabra, 
se va a votar el artículo 2”. 


(Se vota:) 

-15 en 19. Afirmativa. 

En consideración el artículo 3". 

SEÑOR KORZENIAK.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR KORZENIAK.- El segundo inciso de la redacción 
dada al artículo 5” se refiere a la autorización del Banco Cen- 
tral del Uruguay para que funcionen estas sociedades adminis- 
tradoras de fondos de inversión. El inciso dice: «Para funcio- 
nar requerirán autorización del Banco Central del Uruguay». 
Esto es obvio, porque es una actividad financiera y así está 
definida aquí. A continuación se expresa: «A efectos de otor- 
gar la autorización referida el Banco Central del Uruguay aten- 
derá a razones de legalidad». Mis años de actividad en el Ban- 
co Central del Uruguay siempre me demostraron que este era 
un tema delicado y que era bueno, porque la política monetaria 
bancocentralista, o financiera en general, puede variar según 
las épocas o los momentos y entonces darle a dicho Banco no 
solamente la facultad de expedirse por razones de legalidad, 
sino también de mérito u oportunidad. Esto es lo que se hace 
cuando se autoriza la creación de bancos. El tema es muy 
discutido porque la Constitución se limita a decir que el Poder 
Ejecutivo tiene que autorizar la creación de cualquier banco y 
como las leyes dicen que el Poder Ejecutivo actúa con la opi- 
nión del Banco Central, para evitar largas discusiones que en 
alguna época tuvieron traducción jurisdiccional, se puso expre- 
samente en el artículo 6” de la Ley de Intermediación Financie- 
ra que las empresas comprendidas en el artículo 1” de esta 
Ley -de Intermediación Financiera- requerirán para su insta- 
lación autorización previa del Poder Ejecutivo, que deberá 
expedirse con el asesoramiento del Banco Central del Uru- 
guay, o sea con dictamen obligatorio de esta entidad. Tam- 
bién dice que para dicha autorización se tendrán en cuenta 
razones de legalidad -lo que está muy bien-, de oportunidad y 
de conveniencia. Si, por ejemplo, se entiende que la plaza está 
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saturada o que este tipo de empresas están marchando mal, no 
se les otorga la autorización. Como esto siempre se discutió 
jurídicamente, me parece que esta frase, a lo mejor, obedece a 
una especie de cambio de criterio. Personalmente creo que 
debería decir: «atenderá a razones de legalidad o de mérito». 
Si en un momento se entiende que la plaza está saturada de 
este tipo de instituciones, no veo por qué razón cuando venga 
una y formalmente cumpla con todos los requisitos haya que 
decirle que sí. Entonces, así como está aquí, no hay otra fór- 
mula; tiene que concederse la autorización. Entiendo que un 
banco es más importante que una sociedad de esta naturaleza, 
pero de todas maneras quería plantear el problema jurídico y 
decir cuál era la posición que considero más correcta. 


SEÑOR ATCHUGARRY -- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Miem- 
bro Informante. 


SEÑOR ATCHUGARRY-.- El tema que trajo el señor Se- 
nador Korzeniak, sin duda es de meditación pero, en realidad, 
esta decisión ya está tomada en la ley vigente y la modifica- 
ción que trae este nuevo artículo 5” radica en suprimir, en el 
último inciso, la expresión «en los porcentajes que determina 
la reglamentación». Es decir que el último inciso está hablando 
de quiénes pueden constituirlo o integrarlo, que son las IFI, 
instituciones financieras del Banco de la República. En la re- 
dacción actual se dice que la reglamentación va a fijar qué 
porcentaje máximo puedan tener. Pero en esa redacción no 
acontece esa misma previsión. En definitiva, lo que se está 
agregando en esta propuesta del Poder Ejecutivo, que la Comi- 
sión tomó tal cual, es la frase: «en los porcentajes que determi- 
na la reglamentación»; es decir que sería más restrictivo que la 
ley actual en el sentido de que la reglamentación puede decir, 
por ejemplo, que el banco no puede ser propietario del 100%. 
Pero no altera la expresión; lo único que hace es juntar las dos 
frases. La ley actual ya dice que para funcionar requerirá auto- 
rización del Banco Central y que a efectos de otorgar la autori- 
zación referida, el Banco Central atenderá a razones de legali- 
dad. Este tema ya está planteado en la ley vigente, pero no es 
obstáculo para que no se tenga derecho a plantear la revisión 
del criterio, porque es un asunto muy opinable. Personalmente, 
este tema me merece dudas; en realidad no fue objeto de análi- 
sis de la Comisión porque lo único que se entendió es que, 
efectivamente, es de recibo que la reglamentación pudiera es- 
tablecer que no hubiera una excesiva concentración de la pro- 
piedad de la sociedad administradora, por parte de un solo 
banco. Parecía razonable que se le pusiera algún límite y en 
eso estamos de acuerdo. Repito que no hicimos una revisión de 
lo que ya estaba establecido, en cuanto a si se podía adoptar 
por razones de conveniencia. 


Aclaro que no rechazo de plano lo expresado por el señor 
Senador Korzeniak, porque es un tema muy opinable, sólo 
acoto que la Comisión no lo analizó porque lo que se iba a 
modificar en la redacción era simplemente para impedir que la 
sociedad administradora del fondo pudiera ser propiedad ma- 
yoritaria o exclusiva de un solo banco, porque nos parecía 
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razonable poner ese límite. Personalmente, no me encuentro en 
condiciones de expresarme sobre la reflexión del señor Sena- 
dor Korzeniak porque digo que es un tema que quizá vale la 
pena estudiar, pero para todos los fondos y no para estos en 
particular. Quiero decir que no tengo un problema filosófico 
con lo que él plantea, pero me gustaría consultar al respecto. 


SEÑOR BERGSTEIN.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR BERGSTEIN.- Es verdad que esto ya venía en el 
proyecto, pero creo recordar que cuando se estudió el proyecto 
de ley de fondos de inversión, en la Comisión se discutió acer- 
ca de si se iban a incorporar las palabras «oportunidad y con- 
veniencia». La causa por la cual se restringió a «razones de 
legalidad» fue porque se entendió, mayoritariamente, que si el 
Banco Central podía otorgar la autorización o no, en función 
de razones de oportunidad o conveniencia, en el día de mañana 
se podría pretender comprometer la responsabilidad del Banco 
Central en función de esa autorización. Esta fue la razón que 
predominó, si la memoria no me es infiel, porque confieso que 
en aquel entonces en varias oportunidades tuve que salir de 
Sala. Recuerdo la discusión, pero no a propósito de qué ley se 
discutió; creo que fue la Ley de Fondos de Inversión. Esa fue 
la razón por la cual primó el criterio de atenernos a la legali- 
dad, para evitar que por la vía de la autorización mañana se 
quisiera comprometer la responsabilidad del Banco. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la palabra, 
se va a votar el artículo 3*. 


(Se vota:) 

-13 en 16. Afirmativa. 

En consideración el artículo 4”. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 

-15 en 17. Afirmativa. 

En consideración el artículo 5”. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 

-17 en 19. Afirmativa. 

En consideración el artículo 6”. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 


-17 en 19. Afirmativa. 
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En consideración el artículo 7”. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 

-17 en 19. Afirmativa. 


Hemos recibido la aceptación del Miembro Informante en 
cuanto a la sugerencia de sustituir en todo el proyecto la expre- 
sión «factoring» por «factoraje (“factoring )». En ese entendido 
estamos procediendo, si es que ningún señor Senador se opo- 
ne. 


Si no hay oposición al respecto, esta sustitución, que ha 
sido aceptada por el Miembro Informante, será incorporada a 
todo el texto del proyecto. 


Queda aprobado el proyecto de ley, que será comunicado a 
la Cámara de Representantes. 


(Texto del proyecto de ley aprobado:) 


«ARTICULO 1”.- Incorpóranse a la Ley N* 16.774, 
de 27 de setiembre de 1996, las siguientes disposicio- 
nes: 


TÍTULO V 
DE LOS FONDOS DE INVERSIÓN Y LA 
SECURITIZACION DE ACTIVOS 


CAPITULO I 


FONDOS DE INVERSIÓN CERRADOS DE 
CRÉDITOS 


ARTÍCULO 30. CONSTITUCIÓN DE LOS FON- 
DOS.- Se podrá constituir fondos de inversión cerrados 
cuyo objeto específico de inversión consista en con- 
juntos homogéneos o análogos de derechos de crédito, 
con garantías hipotecarias, cuya titularidad se trans- 
mita a favor del fondo. 


La reglamentación especificará las características y 
los elementos que deben reunir los derechos de crédito 
que sean adquiridos por fondos de inversión cerrados 
de crédito, pudiendo asimismo admitir créditos con mo- 
dalidades de garantía distintas a la hipotecaria. 


Otorgado el contrato y obtenida la aprobación del 
reglamento, integrarán de pleno derecho el activo y pa- 
sivo del fondo, los bienes, derechos y obligaciones que 
se determinen en dicho documento. 


Con cargo a estos fondos la sociedad administradora 
podrá emitir diversas clases de valores, representati- 
vos de cuotapartes de condominio o de crédito, o valo- 
res mixtos que otorguen derechos de crédito y derechos 
de copropiedad sobre el remanente. Cuando sólo se emi- 


tan valores representativos de crédito, se deberá esta- 
blecer a quiénes corresponderán los derechos de copro- 
piedad sobre el remanente, si lo hubiera. 


ARTÍCULO 31. AUDITORÍA EXTERNA.- Los fon- 
dos de inversión cerrados de crédito deberán contar, 
con la frecuencia que determina la reglamentación, que 
no podrá ser por períodos mayores al año, con informes 
de auditoría externa, cuyo alcance establecerá la regla- 
mentación. 


ARTÍCULO 32. RETIRO, SUSTITUCION O IN- 
CORPORACIÓN DE CRÉDITOS.- La sociedad admi- 
nistradora podrá retirar o sustituir créditos que integren 
los activos del fondo y transmitirlos a los originadores o 
a terceros según corresponda, o incorporar nuevos cré- 
ditos, en la forma que se establezca en el respectivo 
reglamento o contrato, siempre y cuando en caso de 
retiro, se mantengan activos en el fondo que excedan 
los márgenes establecidos y dicha operación cuente con 
informe específico del auditor externo del fondo. 


CAPÍTULO II 


DE LA TRANSFERENCIA DE LOS CRÉDITOS Y 
DELAS GARANTÍAS 


ARTÍCULO 33. TRANSFERENCIA O CESION DE 
CRÉDITOS.- La transferencia o cesión de los créditos 
que se integren a un fondo de inversión cerrado de cré- 
ditos en favor de la sociedad administradora en repre- 
sentación del fondo podrá operarse de la siguiente 
forma: 


a) mediante cesión, o 


b) por la mera inclusión del crédito y su individuali- 
zación precisa, con la especificación de las garantías 
que le acceden, en el contrato de constitución y de emi- 
sión, con el consentimiento por escrito del originador 
cedente expresado en el contrato. Si el consentimiento 
del originador cedente se expresara por separado, se 
deberá dejar constancia de ello al celebrar el contrato 
de constitución y de emisión. En cuanto a las notifica- 
ciones a los cedidos, será aplicable lo establecido en el 
artículo siguiente, o 


c) por todos los medios que admite la legislación 
vigente. 


El contrato de constitución y de emisión o los contra- 
tos de cesión posteriores en caso de incorporación poste- 
rior al fondo, producirán de pleno derecho la transferen- 
cia de las garantías de cada crédito. Respecto de las 
garantías reales inscriptas en registros públicos, la trans- 
ferencia será oponible a terceros a partir de la publicidad 
registral establecida en el inciso siguiente. No será nece- 
sario el otorgamiento de cesiones de garantías. 
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Dentro de los 15 (quince) días de otorgado el con- 
trato, la sociedad administradora inscribirá en los regis- 
tros públicos que corresponda, las cesiones de las ga- 
rantías reales, según los bienes y los derechos de garan- 
tía de que se trate mediante certificaciones notariales, 
que contendrán la relación y la individualización preci- 
sas de las hipotecas o prendas sin desplazamiento cedi- 
das y de los bienes a que se refieran, nombres de los 
hipotecantes o prendantes en su caso, y datos de las 
inscripciones registrales correspondientes. 


En todos los casos en que una disposición legislati- 
va o reglamentaria en especial exija la individualización 
del nombre, apellido y domicilio del titular del título o 
del crédito, así como de todas las operaciones realiza- 
das por cuenta del fondo, será suficiente la designación 
de la sociedad administradora con especial indicación 
del fondo de inversión cerrado de créditos de que se 
trate. 


ARTÍCULO 34. NOTIFICACIÓN AL CEDIDO.- 
Los deudores de los créditos integrados al fondo podrán 
ser notificados por telegrama colacionado o cualquier 
otro medio hábil, con la designación de la sociedad 
administradora, del fondo y del cedente, sin requerirse 
la exhibición del título a que se refiere el artículo 1757 
inciso 2* del Código Civil. La fecha de las notificacio- 
nes se podrá probar por todos los medios de prueba 
admitidos por nuestra legislación. 


La notificación al cedido no será necesaria cuando 
el deudor haya renunciado anticipada y expresamente 
a los derechos que le otorgan los artículos 1758, 1759 
y 1760 del Código Civil y los artículos 563, 564 y 565 
del Código de Comercio, según corresponda. En estos 
casos el deudor cedido paga lícitamente si lo hace al 
cedente, y las cesiones de crédito, así como sus garan- 
tías, serán oponibles a terceros desde su otorgamiento, 
pudiéndose probar su fecha por todos los medios de 
prueba admitidos por nuestra legislación. 


En los casos en que no exista la renuncia a que se 
refiere el inciso anterior, la cesión de créditos que no 
se notifique al cedido será oponible a terceros desde su 
perfeccionamiento con excepción del cedido. 


CAPÍTULO II 
DISPOSICIONES ESPECIALES 


ARTÍCULO 35. DEROGACIÓN.- Derógase la ex- 
clusividad del privilegio establecido en el artículo 3* de 
la Carta Orgánica del Banco Hipotecario del Uruguay 
(Ley N” 5.343, de 22 de octubre de 1915 en la redac- 
ción dada por la Ley N* 7.237, de 5 de julio de 1920). 


ARTÍCULO 36. SOCIEDADES ADMINISTRADO- 
RAS. INCORPORACIÓN.- El Banco Hipotecario del 
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Uruguay podrá constituir, o integrar como accionista, 
sociedades administradoras de fondos de inversión ce- 
rrados de crédito de acuerdo con el régimen de la pre- 
sente ley. 


ARTÍCULO 37. BANCO HIPOTECARIO DEL 
URUGUAY. TRANSMISIÓN.- El Banco Hipotecario 
del Uruguay podrá transferir a los fondos de inversión 
cerrados regulados en el presente Título los créditos 
hipotecarios, otorgados y que otorgare únicamente para 
refacción, compraventa de vivienda usada y aquellos 
concedidos en moneda extranjera. 


ARTÍCULO 38. DEPÓSITO DE TÍTULOS. MO- 
DIFICACIÓN.- Modifícase el artículo 68 de la Carta 
Orgánica del Banco Hipotecario del Uruguay (Ley 
N* 5,343, de 22 de octubre de 1915, en la 
redacción dada por la Ley N* 7.237, de 5 de julio de 
1920), el que quedará redactado en los siguientes térmi- 
nos: 


«Artículo 68. Los títulos de los bienes hipotecados 
quedarán en poder del Banco por el tiempo que dure el 
préstamo. Sin embargo, en los casos de que el Banco 
opere al amparo de las previsiones de la presente ley, 
los títulos correspondientes a los bienes hipotecados 
en garantía de créditos cedidos podrán ser depositados 
en la institución que este Banco disponga al celebrar 
cada una de las operaciones de transmisión. 


CAPÍTULO IV 
DISPOSICIONES TRIBUTARIAS 


ARTÍCULO 39. IMPUESTO A LOS ACTIVOS DE 
LAS EMPRESAS BANCARIAS.- Las sociedades ad- 
ministradoras de fondos de inversión no estarán grava- 
das por el Impuesto a los Activos de las Empresas Ban- 
carias (Título 15 del Texto Ordenado 1996). 


ARTÍCULO 40. IMPUESTO A LAS COMISIO- 
NES - EXONERACIÓN.- Las sociedades administra- 
doras de fondos de inversión no estarán gravadas por el 
Impuesto a las Comisiones (Título 17 del Texto Orde- 
nado 1996)». 


ARTICULO 41. IMPUESTO A LA RENTA. SO- 
CIEDADES ADMINISTRADORAS DE FONDOS DE 
INVERSION. Sustitúyese el artículo 8” del Título IV 
del Texto Ordenado 1996, por el siguiente: 


«Artículo 8%. AFAP y Administradoras de Fondos 
de Inversión.- Las personas jurídicas de derecho priva- 
do, organizadas mediante la modalidad de sociedades 
anónimas, cuyas acciones serán nominativas, denomina- 
das Administradoras de Fondos de Ahorro Previsional y 
las Sociedades Administradoras de Fondos de Inver- 
sión, quedarán incluidas en el régimen establecido en 
este Título». 
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ARTÍCULO 42. IMPUESTO AL PATRIMONIO.- 
Los créditos que al momento de la transferencia a un 
fondo de inversión cerrado de créditos sean pasivos de- 
ducibles en la liquidación del Impuesto al Patrimonio 
del deudor (artículo 15 del Título 14 del Texto Ordena- 
do 1996) mantendrán dicha característica aún después 
de transferidos al fondo. 


ARTÍCULO 43. EXONERACIÓN.- La transferen- 
cia de derechos de crédito por cesión o por cualquier 
otra forma en que pueda instrumentarse su enajenación 
a un fondo de inversión cerrado de créditos estará exo- 
nerada de los Impuestos a las trasmisiones patrimonia- 
les existentes o que puedan crearse. 


La transferencia de las garantías reales o personales 
que accedan a dichos créditos estará exonerada de todo 
tributo a las trasmisiones patrimoniales existentes o a 
crearse. 


ARTÍCULO 44. IMPUESTO A LAS RENTAS DE 
LA INDUSTRIA Y COMERCIO.- Los intereses de los 
créditos que al momento de la transferencia a un fondo 
de inversión cerrado de créditos, mantengan su caracte- 
rística de pasivos deducibles a los efectos del Impuesto 
al Patrimonio, recibirán, después de la transferencia de 
tales créditos a un fondo de inversión, el mismo trata- 
miento que recibían antes de dicha transferencia, a los 
efectos de la liquidación del Impuesto a las Rentas de la 
Industria y el Comercio. 


CAPITULO V 
FACTORAJE («FACTORING») 


ARTÍCULO 45. FACTORAJE («FACTORING»).- 
El presente Título se aplica, en lo pertinente, a la activi- 
dad financiera que consiste en adquirir créditos prove- 
nientes de ventas de bienes muebles o de prestación 
de servicios o de realización de obras, otorgando 
anticipos sobre tales créditos, y asumiendo o no sus 
riesgos. La expresada actividad podrá ser comple- 
mentada con servicios como los de la gestión de cobro 
de los créditos o la asistencia técnica, comercial o 
administrativa a los cedentes de los créditos aquí referi- 
dos. Los créditos deben provenir del giro habitual de 
los cedentes. 


En los contratos de factoraje («factoring») será váli- 
da la cláusula por la que se pacte la cesión global, de 
parte o todos los créditos del cedente, tanto existentes 
como futuros. En este último caso, se requerirá que 
tales créditos futuros sean determinables. También po- 
drá convenirse que el acuerdo de cesión de los crédi- 
tos futuros a favor de la empresa de factoraje («facto- 
ring») sea título suficiente de trasmisión. 
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ARTÍCULO 46. FORMAS DE LA CESIÓN DE 
CRÉDITOS. LA NOTIFICACIÓN DE LA CESIÓN.- 
La cesión global, de todos o parte de los créditos del 
cedente con sus garantías, otorgada en favor de una 
empresa de factoraje («factoring») a causa de un conve- 
nio de factoraje («factoring»), podrá efectuarse válida- 
mente y notificarse por cualquiera de las formas pre- 
vistas por los artículos 33 y 34 del Título V de la pre- 
sente ley. 


ARTICULO 2”.- Modifícase el artículo 2” de la Ley 
N* 16.774, de 27 de setiembre de 1996, el que quedará 
redactado de la siguiente manera: 


ARTÍCULO 2”. DENOMINACIÓN.- Cada fondo 
tendrá una denominación seguida de la expresión «Fon- 
dos de Inversión», sus abreviaturas o siglas. La denomi- 
nación podrá determinarse libremente, no pudiendo ser 
igual o semejante a la de otro preexistente. 


Los términos «Fondos de Inversión» o «Fondo», así 
como los análogos que determine la reglamentación o 
las normas que dicte el Banco Central del Uruguay, 
podrán utilizarse únicamente por aquellos fondos que se 
organicen conforme a las disposiciones de la presente 
ley. 


ARTICULO 3".- Modifícase el artículo 5” de la Ley 
N* 16.774, de 27 de setiembre de 1996, el que quedará 
redactado de la siguiente manera: 


ARTÍCULO 5%. NATURALEZA JURÍDICA.- Las 
sociedades administradoras de fondos de inversión de- 
berán revestir la forma de sociedad anónima, por accio- 
nes nominativas o escriturales y tener por objeto exclu- 
sivo la administración de dichos fondos. 


Para funcionar requerirán autorización del Banco 
Central del Uruguay. A efectos de otorgar la autoriza- 
ción referida, el Banco Central del Uruguay atenderá a 
razones de legalidad. 


Las instituciones de intermediación financiera 
regidas por el Decreto-Ley N* 15.322, de 17 de setiem- 
bre de 1982 y sus modificativas, y el Banco de la Repú- 
blica Oriental del Uruguay, podrán constituir, o integrar 
como accionistas, en los porcentajes que determine la 
reglamentación, sociedades administradoras de acuerdo 
con el régimen de la presente ley. 


ARTICULO 4".- Modifícase el artículo 10 de la 
Ley N* 16.774, de 27 de setiembre de 1996, el que 
quedará redactado de la siguiente manera: 


ARTÍCULO 10. INFORMACIÓN.- Las sociedades 
administradoras de fondos de inversión divulgarán en 
forma veraz, suficiente y oportuna, toda la información 
esencial respecto de sí mismas y de los fondos que ad- 
ministran. 
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Se entiende por información esencial aquélla que 
una persona diligente consideraría relevante para sus 
decisiones sobre inversión. 


El Banco Central del Uruguay establecerá el conte- 
nido de la información y los requisitos para su divulga- 
ción, con la finalidad de que los potenciales inversores 
dispongan de los elementos adecuados a los efectos de 
su decisión. 


ARTICULO 5”.- Modifícase el artículo 28 de la 
Ley N* 16.774, de 27 de setiembre de 1996, el que 
quedará redactado de la siguiente manera: 


«ARTÍCULO 28. SECRETO PROFESIONAL .- 
Será de aplicación, en lo pertinente, lo dispuesto en 
los artículos 15 y 25 del Decreto-Ley N* 15.322, de 17 
de setiembre de 1982, con las modificaciones introduci- 
das por la Ley N* 16.327, de 11 de noviembre de 1992. 


Para los fondos de inversión cerrados de crédito sólo 
regirán al respecto, las disposiciones establecidas ex- 
presamente por la reglamentación, sin perjuicio de man- 
tenerse la reserva ante el público de los nombres pro- 
pios de los deudores.» 


ARTICULO 6".- Modifícase el literal D) del ar- 
tículo 123 de la Ley N* 16.713, de 30 de mayo de 1995, 
que quedará redactado de la siguiente manera: 


«D) Valores emitidos por empresas públicas o pri- 
vadas uruguayas, valores o cuotapartes de fondos de 
inversión uruguayos. En todos los casos se requerirá 
que coticen en algún mercado formal y que cuenten con 
autorización del Banco Central del Uruguay. El máximo 
de inversión admitido al amparo del presente literal será 
del 25% (veinticinco por ciento).» 


ARTICULO 7”. Regulación de los fondos ante- 
riores a la ley.- A los efectos de la exigencia de la 
constancia prescripta por el artículo 17 de la Ley N* 
16.774, de 27 de setiembre de 1996, a los partícipes de 
aquellas sociedades que administraban carteras o porta- 
folios de inversión y que hubieran adecuado su operati- 
va al régimen de la ley antedicha, se les notificará por 
escrito el cambio de régimen legal, adjuntando un ejem- 
plar del reglamento respectivo. 


El partícipe dispondrá, para oponerse, de un plazo 
de 30 (treinta) días hábiles, a contar del día siguiente de 
la notificación. Transcurrido dicho plazo sin haber for- 
mulado oposición se entenderá tácitamente consentido. 


Esta disposición sólo será aplicable a aquellas carte- 
ras O portafolios de inversión, así como a sus respecti- 
vos partícipes, vigentes al momento de adecuación al 
nuevo régimen. 
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Sala de Sesiones de la Cámara de Senadores, en 
Montevideo, a 3 de agosto de 1999. 


Hugo Fernández Faingold 
Mario Farchio Presidente 
Secretario» 


11) ELECCION DE MIEMBROS DE LA COMISION 
PERMANENTE DEL PODER LEGISLATIVO 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se ha tomado la votación de los 
señores Senadores para la elección de los miembros de la Co- 
misión Permanente del Poder Legislativo. 


Dése cuenta del resultado por Secretaría. 


SEÑOR SECRETARIO (Don Mario Farachio).- Veintio- 
cho señores Senadores han sufragado por los señores Senado- 
res Wilson Sanabria, Nahum Bergstein, Raúl Iturria y Helios 
Sarthou como titulares y por los señores Senadores Pablo Mi- 
llor, Orlando Virgili, Guillermo García Costa y la señora Susa- 
na Dalmás, como sus respectivos suplentes. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En consecuencia, queda consti- 
tuida, de parte del Senado, la Comisión Permanente del Poder 
Legislativo. 


12) NEOLIBERALISMO Y SU APLICACION EN EL 
URUGUAY 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se pasa a considerar el asunto 
que figura en tercer término del orden del día: «Exposición 
de cuarenta minutos del señor Senador José Korzeniak sobre 
el tema “Neoliberalismo y su aplicación en el Uruguay” (Carp. 
N* 1406/99 )». 


Tiene la palabra el señor Senador Korzeniak. 


SEÑOR KORZENIAK.- Esta exposición, señor Presidente, 
puede motivar un debate; por consiguiente, quiero solicitar con 
toda cordialidad que no haya interrupciones, de modo que aque- 
llos puntos que no se compartan -presumo que puede haber 
varios- sean objeto de debate si los señores Senadores lo con- 
sideran conveniente. 


Como lo sugiere su presentación, la exposición tendrá dos 
ejes temáticos: uno más general -si se quiere más doctrinario- 
que intenta describir una respuesta, con la mayor precisión 
posible, a la pregunta ¿qué es, al fin de cuentas, el llamado 
«Neoliberalismo»?, y el otro, más concreto, que procurará mos- 
trar algunas de las consecuencias -seleccionamos las más de- 
mostrativas a nuestro juicio- de la aplicación de semejante 
doctrina en nuestro país. 


Nosotros situamos la adhesión al llamado «Neoliberalis- 
mo» en los partidos políticos conservadores o neoconservado- 
res, es decir, en lenguaje más europeo, «en las derechas». En 
Uruguay eso significa que a nuestro juicio el modelo neolibe- 
ral es sostenido fundamentalmente por el Partido Nacional y el 
Partido Colorado, operando desde hace unos años en ostensi- 
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ble coalición política y, desde hace un tiempo mucho más 
extenso -por lo menos desde fines de la década del cincuenta-, 
en una coparticipación gubernamental marcadamente conser- 
vadora, o sea de derecha. 


Quisiera hacer dos aclaraciones preliminares. La primera 
tiene que ver con la terminología. Nosotros preferimos la ex- 
presión «neoconservadores» o «derechistas» o «neoderechis- 
tas» para referirnos a los partidarios del modelo que constante- 
mente se denomina «neoliberal». Las razones principales para 
ello son las siguientes. La primera consiste en evitar que el 
vocablo «liberal» sea siempre teñido con esa connotación con- 
servadora o derechista y, a nuestro juicio, deshumanizada. Mu- 
chos valores del liberalismo en materia política tienen una vi- 
gencia muy deseable. Lo que nosotros rechazamos con toda la 
fuerza de nuestro espíritu y de nuestro esfuerzo es el liberalis- 
mo como modelo económico-social. No me ha gustado conce- 
der a los conservadores el manejo, a veces goloso, de la pala- 
bra «liberal», en algunas ocasiones -no siempre- con la pícara 
artimaña de tratar de confundir una propuesta económico-so- 
cial con la democracia. 


La segunda razón para mi preferencia terminológica se vin- 
cula al sentido que muchos países -sobre todo de prosapia 
anglo-americana- dan al vocablo «liberal». Por ejemplo, en 
Estados Unidos llaman políticos liberales a aquellos que justa- 
mente se oponen -por lo menos en parte- al modelo que aquí 
llamamos «neoliberal». En ese país, son los más progresistas o 
los menos conservadores los considerados «liberales». 


Simplificando las cosas, para mayor claridad expositiva y 
si fuese cierto que existen dos partidos en Estados Unidos -lo 
que algunos autores niegan- el Partido Demócrata que, en ge- 
neral, es considerado más progresista por parte de los analistas 
norteamericanos, sería el partido liberal, mientras que el Parti- 
do Republicano, sería el conservador o de derecha. 


De cualquier manera, me he dado por vencido desde hace 
tiempo -desde luego que sólo en cuanto a la terminología- y 
vamos a llamar «Neoliberalismo» a esa doctrina o modelo que 
a continuación intentaremos describir. 


La otra aclaración preliminar que quisiera hacer es la si- 
guiente. No afirmo que todos los dirigentes de los partidos 
tradicionales sean neoliberales. Es más, me consta que, inclu- 
so, aquí en el Senado hay algunos que no comparten ese mode- 
lo. Sin embargo, sí sostengo que en la realidad de los hechos 
los Partidos Nacional y Colorado toman sus principales deci- 
siones en lo económico y lo social, ajustándose en todo lo 
posible a las recetas neoliberales. 


El concepto del «Neoliberalismo» económico-social me crea, 
señor Presidente, la necesidad de pedir permiso para autocitar- 
me, no porque piense que he dicho o escrito algo trascenden- 
tal, sino porque procuro demostrar que las ideas que estoy 
exponiendo no son improvisaciones de urgencia ni se expresan 
de determinada manera por conveniencias o urgimientos pre- 
electorales. 
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En 1982, cuando vivía en México, se publicó un trabajo de 
mi autoría, titulado «La dimensión del concepto de Estado», 
un libro en homenaje a un jurista mexicano, Alberto Vázquez 
del Mercado. Este trabajo ha sido editado hace unos años en 
Montevideo por la Fundación de Cultura Universitaria. Allí 
expresaba que hay, fundamentalmente, dos conceptos de Esta- 
do: el Estado-Nación o Estado-comunidad, que comprende no 
sólo al gobierno y al poder, sino también al territorio y a la 
población, y el llamado Estado-aparato o Estado-Gobierno. Ana- 
lizando los componentes teóricos del liberalismo político -sis- 
tematizado en la Revolución Francesa de 1789-, yo menciona- 
ba lo siguiente: la idea del contrato social como origen del 
Estado, la radicación de la soberanía en el pueblo o en la 
Nación, la libertad del hombre, la idea de que el Estado tiene 
las tareas que le asigna el Derecho -llamado principio de la 
especialidad-, la separación de Poderes como criterio organi- 
zativo de gobierno y el sistema representativo, como forma de 
vinculación de los gobernados con el Gobierno y como técnica 
de legitimación de este último. Agregaba que varios de estos 
componentes ideológicos conducían al concepto de Estado- 
Nación, o sea, a la comunidad gobernándose a sí misma. En 
ese sentido, decía -reitero las disculpas por autocitarme- que 
mientras el liberalismo dispuso de su fórmula política típica -el 
Estado liberal clásico, individualista-, utilizó con frecuencia el 
concepto amplio de Estado, como la comunidad. Cuando la 
historia política impuso en el área cultural del liberalismo la 
forma política de la democracia social, la teoría liberal se in- 
clina hacia el concepto restringido del Estado: el Estado como 
un mero aparato de Gobierno. Al respecto, añadí que algunos 
orondos burócratas, llamados hoy neoliberales -nosotros les 
llamamos neoconservadores, intentando mayor precisión ter- 
minológica-, suelen ignorar todo este trasfondo ideológico y 
conceptual de la Teoría del Estado, a la que sólo han estudiado 
en folletos, apresurados. Aclaro que estoy leyendo expresiones 
dichas en el año 1982. Asimismo, imaginan al Estado como un 
conjunto de rubros contables, cuyos guarismos finales deben 
ser presentados con números más o menos convincentes para 
una élite, a veces meramente complaciente o interesada. A lo 
dicho, ahora agrego: números que la mayoría de la población 
oye con la perplejidad de quien siente que lo manipulan, le 
mienten o le dicen cosas que no comprende. 


En esta parte del concepto del neoliberalismo, me parece 
muy importante hacer una referencia a lo que sostiene el profe- 
sor Héctor Hugo Barbagelata y algunos otros autores que cita- 
ré. Voy a hacer alguna cita de este eminente académico uru- 
guayo, tomada de su obra «El Particularismo del Derecho del 
Trabajo». Barbagelata integra uno de los partidos tradicionales 
y no creo que nadie se atreva a calificar su opinión académica, 
como sospechable de parcialidad política. Mi partido -el Parti- 
do Socialista-, tuvo el honor de publicar en el «Correo Socia- 
lista» -naturalmente, con la autorización de Barbagelata- este 
capítulo sobre el neoliberalismo. Dice el doctor Barbagelata, 
entre otras cosas muy sugerentes y muy ciertas, que la concep- 
ción neoliberal puede ser caracterizada por su radical indivi- 
dualismo y por un grado tal de fidelidad al dogma del merca- 
do como único instrumento apropiado para la distribución de 
bienes y servicios, que justifica que se la considere empeñada 
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en la elaboración de una teología del mercado. Esta expresión, 
según explica Barbagelata, es utilizada por Taier y agrega que, 
en su máxima expresión, el neoliberalismo se identifica con el 
movimiento neoconservador, aspecto que asumen los conser- 
vadores que no disimulan su prosapia ideológica, lo que puede 
verse en «Reflexiones de un Neoconservador» de Kristol. Geor- 
ge Soros -que, por cierto, no es un izquierdista, como sí lo soy 
yo-, nacido en Budapest en 1930, egresado en Economía en 
Londres, que se hizo rico especulando en la Bolsa de Nueva 
York, quizás abrumado por evidencias o por remordimientos 
intelectuales, dijo algo parecido a lo de teología del mercado, 
pero en un lenguaje menos celestial: habló del fundamentalis- 
mo del mercado en su libro «La Crisis del Capitalismo Glo- 
bal». Vaya mi reconocimiento intelectual -el de un socialista- 
para este especulador enriquecido que tiene la valentía de de- 
cir y escribir lo que su mente razona, aunque no le convenga. 
No es común esto en el mundo de hoy. A diferencia del libera- 
lismo político, cuya base ideológica consiste, precisamente, en 
el principio de admisión de ideas diferentes que pugnan demo- 
cráticamente, el liberalismo económico -que es al que nos esta- 
mos refiriendo- es profundamente dogmático: sin oír razones y 
sin conmoverse por valores, este liberalismo económico afir- 
ma, con pretensión de doctrina indiscutible -como dice Barba- 
gelata-, que la actividad económica está sometida a leyes natu- 
rales e inevitables, contra las que no es posible oponer ninguna 
resistencia efectiva, siendo que, por otra parte, el orden econó- 
mico se establece espontáneamente. En definitiva, es la vieja 
idea de Adam Smith, una suerte de teólogo del libre mercado, 
cuya mano invisible arreglaría todo. Con algunos cambios de 
fachada, con marchas y contramarchas, a veces determinadas 
por una buena dosis de hipocresía, y en otros casos, obligadas 
por el auge humanista de las democracias sociales y su modelo 
de Estado de bienestar, los neoliberales económicos tienen un 
fuerte auge doctrinario en Inglaterra, con la Escuela de Man- 
chester, y luego de la Segunda Guerra Mundial, con Von Ha- 
yek, cuando publica su libro «Camino de Servidumbre». 


Como es lógico, le creo más al brillante literato y pensador, 
George Bernard Shaw, quien en su «Guía del Socialismo y el 
Capitalismo», refiriéndose a la teoría del mercado como con- 
ductor sin errores de la economía, expresó esta memorable 
frase: «Es, quizás, el peor de los múltiples dogmas racionalis- 
tas que en el curso de la historia humana han conducido a 
razonadores complacientes a defender y cometer villanías que 
sublevarían hasta a los criminales profesionales». Después -no 
hace mucho- vino la Escuela de Chicago. Es cierto que allí se 
estudia economía y que tuvo economistas de verdad, pero tan 
cierto como eso es que en su torno se gestó una nueva escuela 
ideológica para recetar y exportar, preferentemente para el mun- 
do subdesarrollado, un modelo deshumanizado de sociedades, 
donde la meta del aumento económico global está por encima 
del mejoramiento del nivel de vida de las personas. En térmi- 
nos más técnicos de la economía, lo importante para esta 
Escuela es el crecimiento y no el desarrollo. 


Y de allí o de sus aliados ideológicos -sobre todo, cuando 
tomaron auge político las figuras de Margaret Thatcher y de 
Ronald Reagan- no era raro escuchar en el mundo a intelectua- 
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les bien satisfechos, también a aspirantes a altos ejecutivos, 
pero sobre todo a los ricos muy ricos, con frágiles barnices 
culturales, repetir con voz engolada que es el fin de las ideolo- 
gías y hasta el fin de la historia. Y un coro -no precisamente de 
ángeles- lo creía o simulaba creerlo, para mejor protección de 
sus conciencias, más o menos rasguñadas, o para poder mirar 
hacia el costado ante las evidencias de miseria. 


Si el productor de méritos o de desgracias es el mercado y 
su mano invisible, entonces se puede dormir tranquilo: aunque 
haya guerras inconcebibles, será la ley de mayor oferta de 
armas; aunque aumente la indigencia en el mundo, será la de- 
manda de consumo mayor de algunas sociedades -que va más 
rápido que el crecimiento de otras-; aunque muera mucha gen- 
te por inanición, será el resultado de la fórmula de Malthus a 
quien, como dice el multicitado Barbagelata, «muchos neolibe- 
rales veneran», aunque pocos lo digan en público. 


Tratando de sintetizar esta primera parte, diría que la des- 
cripción conceptual del llamado neoliberalismo puede hacerse 
así. Primero, el mercado económico privado, que es un medio 
saludable y que puede contribuir -es lo que pienso- eficazmen- 
te al desarrollo económico dentro de límites de interés común, 
es erigido por el neoliberalismo en la palanca central y única 
de la economía, capaz de gobernar espontáneamente las rela- 
ciones humanas. 


Segundo, el valor de los seres humanos en la sociedad es 
juzgado proporcionalmente a su capacidad para generar ingre- 
sos económicos y monetarios. 


Tercero, la teoría neoliberal, vinculando confusamente el 
tema de la libre competencia con la psicología humana, exa- 
cerba un marcado individualismo que suele derivar, a veces 
insensiblemente, en codicia exagerada, en corrupción o en to- 
lerancia para ella y, en casos cada vez más frecuentes, en 
violencia vinculada o no a la obtención de medios económicos. 


Cuarto, correlativamente, disminuye la sensibilidad respec- 
to del interés público o el bien común. Se ensombrecen los 
sentimientos de solidaridad y hasta aparecen justificados -como 
reflejos deformados del mercado económico- los planteos de 
justicia por mano propia, violencia privada como respuesta a 
la violencia de un semejante, etcétera. 


Quinto, las medidas concretas neoliberales, consecuencia 
de esos pretendidos principios, constituyen una receta de fácil 
aprendizaje y sencilla exposición: reducir el contenido y el 
manejo variadísimo de la Hacienda Pública a un mejoramiento 
radical de tres variables macroeconómicas: el llamado ajuste 
fiscal, la reducción de la inflación y el equilibrio de la balanza 
de pagos, todo lo cual es considerado, en los hechos, no un 
instrumento apto si mejora la calidad de vida de la población, 
sino un mérito en sí mismo, para lo cual los neoliberales argu- 
mentan que, a la larga, ese mayor bienestar vendrá -es lo que 
se decía en 1985 y mucho antes, en Uruguay, con la popular 
expresión «hay que agrandar la torta, para después repartirla»- 
o que el mercado, de ese modo, queda libre para reglar espon- 
táneamente las cosas. 
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En pequeñas ruedas privadas, algunos neoliberales confie- 
san que se les fue la mano y, a veces, hasta agregan al nombre 
de su doctrina el calificativo de social: neoliberalismo social. 
Suele ocurrir esto en períodos preelectorales. 


Julio Barreiro, un distinguido profesor, titular de Ciencia 
Política en nuestra Universidad, publicó un agudísimo trabajo 
titulado «La estabilidad económica como recurso electoral». 
Allí demuestra -a nuestro juicio, de manera contundente- la 
falacia de la pretendida estabilidad que, al mismo tiempo que 
se utiliza constantemente en los discursos electorales, coexiste 
con el crecimiento económico, pero también con la pobreza de 
la gente en cifras escalofriantes. A nivel mundial, dos mil mi- 
llones de personas en el planeta carecen de suficiente alimenta- 
ción, servicios básicos o vivienda, mientras los gastos militares 
por año en el planeta son de U$S 780.000:000.000 y el consu- 
mo de estupefacientes supera los U$S 400.000:000.000. Doce 
millones de niños menores de cinco años, señor Presidente, 
mueren anualmente por carencia de alimentos o por enferme- 
dades que se podrían curar. Estoy hablando de doce millones 
de niños menores de cinco años. Hay novecientos millones de 
personas desocupadas o subocupadas. Estos datos, que son de 
las Naciones Unidas, informan también -como dice Barreiro- 
que con el 1% de los veinticinco mil billones de ingreso total 
que hay en el planeta se podrían eliminar los citados -y angus- 
tiantes- aspectos de la pobreza. 


La receta neoliberal continúa con la privatización de em- 
presas públicas. Aquí los matices van, desde los que quieren 
privatizar los organismos comerciales, industriales y de servi- 
cios -comunicaciones, energía, transporte, puerto, aeropuerto, 
agua potable, enseñanza, seguridad social y salud-, hasta los 
que se agitan en un peculiar paroxismo dogmático y afirman 
que es necesario privatizar todo, incluyendo en esto los servi- 
cios de seguridad pública, de dirección monetaria, la banca 
estatal y hasta el Parlamento. La nueva divinidad, el mercado, 
sustituye a los dioses. Es un moderno monoteísmo mucho me- 
nos espiritual, por cierto, que el clásico. 


Esta parte del recetario neoliberal se basa, a su vez, en un 
argumento tan dogmático como su propuesta. Afirman que el 
Estado es siempre mal administrador, salvo -desde luego- cuan- 
do se trata de un neoliberal que dirige una empresa del Estado, 
en cuyo caso, se siente obligado a dar una tregua a su dogma. 
Y homenajeando su ego o su futuro, avisa a la población -a 
veces profusamente- que esa empresa pública se ha tornado 
eficiente, eficaz y bien administrada. Estimo que esta parte de 
la receta, las ventas de empresas públicas, crean escenarios 
propicios para los actos de corrupción. 


Me apresuro a aclarar que ningún sistema económico obli- 
ga a nadie a ser corrupto ni a ser honesto, pero tengo claro que 
los cuantiosos negocios que suponen las ventas de porciones 
del patrimonio del Estado crean un escenario propicio para las 
tentaciones de quienes no tengan firmes sus virtudes éticas. La 
inevitable intervención de intermediarios ha producido, más de 
una vez, un límite muy sinuoso entre la comisión o el honora- 
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rio, por un lado, y el cobro corrupto o el tráfico ilícito o 
inmoral de influencias, por otro. 


La receta neoliberal incluye también la eliminación o dis- 
minución de controles de legalidad en ciertas operaciones del 
Estado sobre la base argumental de lograr más rapidez o efica- 
cia; la flexibilización laboral, curioso eufemismo inventado para 
denominar la confiscación a los trabajadores de conquistas tra- 
dicionales y justas; y, como es bien conocido, la apertura de 
fronteras sin restricciones ni controles y, sobre todo, sin tener 
en cuenta en qué casos esto daña gravemente a la producción 
nacional. 


Sin pretender haber agotado la parte conceptual, voy a in- 
tentar hacer algunas referencias a la aplicación del neolibera- 
lismo en nuestro país. Por razones de tiempo trataremos de 
referir, más bien, a las especificidades de aplicación que al uso 
de sus criterios más recurrentes. Si no siguiéramos este camino 
expositivo, correríamos el riesgo de repetir la parte anterior de 
esta intervención, por cuanto la receta neoliberal descrita se ha 
aplicado o se ha intentado aplicar por parte de la coalición de 
Gobierno, sobre todo en los últimos años, con criticable fideli- 
dad. Entonces, selecciono algunas especificidades de nuestro 
país, de sus mejores tradiciones que han condicionado, en par- 
te, la receta de Smith, de la Escuela de Manchester, de That- 
cher, de Reagan, en fin, de la Escuela de Chicago. Sin duda, 
fue espectacular e histórico, en la década de los noventa, el 
referéndum que anuló los cinco artículos básicos de la llamada 
Ley de Empresas Públicas. 


Hasta fines de la década de los cincuenta, el Uruguay creó 
una gran tradición de igualitarismo entre sus dirigentes; en 
todos los partidos políticos había grandes dirigentes populares. 
Entre la sonoridad de algunas críticas justas y otras injustas, 
habían logrado un trato sencillo, sin Olimpos y sin diferencias 
demasiado insolentes, entre pobres y ricos. Dirigentes popula- 
res, luchas memorables de los trabajadores que se iban organi- 
zando y una escuela primaria vareliana de altísimo nivel edu- 
cativo y, sobre todo, en la que coexistían sin reservas los hijos 
de familias de todas las clases sociales. La fuerza proyectiva 
de ese sistema vareliano se extendió en parte a muchos cole- 
gios privados, con becarios que evitaban la enseñanza sólo 
para pudientes. 


El pueblo uruguayo, por razones que valdría la pena inves- 
tigar, desarrolló un enfático juridismo, vocablo con el cual 
quiero aludir a una veta nacional de intensidad llamativa, a 
veces hasta pintoresca. No había organización social, por pe- 
queña y aislada que pareciere, que no dedicase peculiar aten- 
ción a sus estatutos, hasta con discusiones de prolongada dura- 
ción. Esto continúa en la actualidad. El control popular de la 
legalidad, señor Presidente, era casi un fanatismo, tanto para 
verificar si un decreto era ilegal, como para averiguar si una 
ley era inconstitucional. Seguramente no había país en el mun- 
do -o al menos en América Latina-, donde la expresión perso- 
nería jurídica despertase un respeto casi mágico, como en el 
nuestro. 
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Esa etapa uruguaya había creado un habitante medio con 
una fuerte inclinación solidaria, con tendencia psicológica de 
servicio y con lógicos y humanos deseos de una vida material 
digna, pero sin aspiraciones de consumismos exagerados. Por 
alguna razón, los muy ricos, que algunos había, no se sentían 
felices haciendo gala insolente de su riqueza y éramos -al decir 
de los políticos y pensadores de los demás países latinoameri- 
canos- un faro que iluminaba el camino. Contábamos con una 
primaria brillante y formadora, Universidad -junto con la ar- 
gentina- modelo para estudiantes de otros países latinoameri- 
canos, trabajo en general digno, riqueza agropecuaria, indus- 
tria incipiente -no demasiado confiada en sus fuerzas, pero 
sensible a la demanda ocupacional-, en fin, un Uruguay prome- 
dialmente feliz, pacífico, esperanzado y, sobre todo, convenci- 
do de que no tendría colapsos institucionales ni corrupción 
demasiado espectacular. Ya sabemos que estas convicciones 
tan generalizadas a todos los niveles tuvieron un trágico des- 
mentido en 1973, tema que no trato en esta exposición. Sabe- 
mos también que después hubo procesamientos de altas figuras 
del elenco gubernamental, examen de un tema que tampoco me 
interesa abordar ahora. 


No sé, exactamente, cuándo irrumpió el neoliberalismo en 
el Uruguay. Con criterio de análisis legislativo tengo claro que 
una de las primeras manifestaciones de esa índole fue la llama- 
da Reforma Cambiaria y Monetaria de 1959, que hoy fue men- 
cionada en el homenaje tan justo al señor Renán Rodríguez. A 
partir de ahí -y enfatizando por limitaciones de tiempo sola- 
mente ejemplos de carácter legislativo-, esta postura económi- 
co social que tanto daño ha causado, este neoconservadurismo, 
ha desembocado en un Uruguay con alta dosis de tristeza me- 
dia, con apreciable disminución del espíritu solidario, con una 
juventud afectada por la desesperanza, con una suerte de con- 
vencimiento más o menos fundado de que el nivel de nuestra 
enseñanza ha descendido, con extendidas depresiones psíqui- 
cas de niveles patológicos -quizás provocadoras del hecho de 
que el Uruguay tenga el triste privilegio de ser el que encabeza 
el récord de suicidios de muchachos-, con un campo en una 
grave crisis de producción, de población y de desesperanza 
como nunca se había imaginado, con aproximadamente un 26% 
de la población económicamente activa desocupada o subocu- 
pada, con trabajadores que aun organizados gremialmente de- 
ben aceptar rebajas de salario -ya no la tan desusada renuncia a 
pedir aumento-, con niños y jóvenes en esquinas con semáfo- 
ros preguntando, con mirada no agresiva pero sí patética, si 
lavan el parabrisas o si se tiene una monedita, con vendedores 
de postales, portadocumentos, aspirinas, etcétera, en líneas del 
transporte colectivo de cierta tradición, que hacen un promedio 
de aproximadamente seis por cada veinte o treinta cuadras, de 
lo que tengo experiencia personal, ya que todos los martes y 
jueves transito en ómnibus por la avenida 18 de Julio, no por 
demagogia, sino porque soy un mal conductor, ya que tengo 
auto. 


Desde luego que para todo esto, cuya respuesta no es otra 
que la necesidad imperiosa de cambiar el modelo neoliberal, 
con calma, con seriedad, con gradualidad razonable, pero cam- 
biarlo al fin, existen otras explicaciones que no compartimos y 
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que naturalmente combatimos civilizadamente, pero con todas 
nuestras fuerzas. Una es la respuesta tan frívola como pintores- 
ca, ajena por supuesto a esta exposición, de los que dicen: «El 
país está muy bien; peor están esos niños de Africa o los que 
mueren en la guerra. En el Uruguay no quieren trabajar ni en el 
campo ni en la ciudad». A veces agregan: «¡Qué difícil es 
conseguir una buena sirvienta!» Conozco algún neoliberal que 
piensa de esta manera, como también sé de otro que quiere 
encargar el Parlamento a una empresa privada de abogados, 
experta en hacer buenas leyes. Naturalmente que son raras 
«avis», parecidas a los personajes que con maestría literaria 
han comentado Huxley, Benedetti, Martínez Moreno o Galea- 
no, describiendo reuniones de grupos pequeños de ricos satis- 
fechos mucho más inimputables que los que integran el discre- 
to encanto de la burguesía. La otra respuesta es la que estamos 
oyendo en algunos discursos que obviamente no compartimos, 
que en síntesis afirman: «El Uruguay está bien porque no tiene 
casi inflación, porque hay equilibrio en las cuentas del Estado 
y del Gobierno y porque vamos mejorando la balanza de pa- 
gos». A veces también invocan la situación de Uruguay en 
materia de salud, de escolaridad, de enseñanza, de reparto de 
las riquezas, cuando en realidad simplemente están invocando 
los aspectos residuales que nos quedan de aquel Uruguay que 
describí hoy cuando me referí a sus especificidades hasta fines 
de la década del cincuenta. 


El simplismo de ese discurso se completa con dos afirma- 
ciones. Una de ellas es que ésos son méritos de esta coalición 
de Gobierno. Los males, o sea, la desocupación, los bajos 
salarios, los cierres de industrias y de comercios, la desapari- 
ción de establecimientos agropecuarios, etcétera, reciben va- 
gos pretextos fundados en crisis de otros países, la de los siete 
«tigres asiáticos», la de México, la de Rusia, la de Brasil y, 
pronto, probablemente la de Argentina. 


Desde luego que estamos muy lejos de desconocer la inter- 
conexión del mundo actual y la fuerte incidencia de la crisis de 
unos países sobre otros, sobre todo los de aquellos con los 
cuales Uruguay tiene las mayores relaciones comerciales. Pero 
es hora de que los dogmáticos del neoliberalismo confiesen 
que lo que no sirve es el modelo que, por otra parte, hace ya 
mucho tiempo los países que más inciden en la economía mun- 
dial, en rigor, no lo practican, aunque ordenan que lo hagamos 
en los nuestros. 


Lo que acabo de señalar se relaciona con otra respuesta no 
tan pública, pero sí dicha a veces en los pasillos políticos. Más 
de una vez me han expresado algo así: «Si tu fuerza política 
gobierna, verás cómo vienen los acreedores internacionales o 
los organismos internacionales hoy dominantes. Quiero saber 
cómo harán ustedes para no seguir esta misma política». Si 
esto fuera así, mi respuesta es la siguiente: Quiero ver, por 
ejemplo, qué haría el Fondo Monetario Internacional si un 
Gobierno o varios Gobiernos nacionales, populares y democrá- 
ticos dijeran, de manera clara, digna y contundente en la Orga- 
nización de las Naciones Unidas, en la OEA, en organizacio- 
nes de derechos humanos y, sobre todo, en actos públicos fren- 
te a sus respectivos pueblos, que el modelo no se puede cam- 
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biar porque esos organismos financieros internacionales pre- 
sionan para que ello no se haga. Hace mucho que un gober- 
nante uruguayo no le recuerda al Fondo Monetario Internacio- 
nal -algún gobernante tradicional lo hizo alguna vez- que uno 
de los principios de su Estatuto, creo que el Principio N* 2, 
declara como una de sus finalidades principales el desarrollo 
de los pueblos de los países que integran dicha organización. 


Tengo en mi poder, y a la vista, cuadros de informaciones 
del Banco de Previsión Social sobre trabajadores en el Seguro 
de Paro, en los que aparecen cifras comparativas mensuales, 
trimestrales y semestrales hasta junio de 1999. Pido a la Mesa 
dos o tres minutos más para poder terminar. 


¿Qué significa esto para un neoliberal dogmático? Si el 
mercado no acepta que vuelvan a cumplir su función estos 
trabajadores, en seis meses ingresarán al rubro numérico de los 
desempleados lo que, en términos humanos, no en los eufemis- 
mos neoliberales, equivale a una expresión más dramática: «Si 
se quedaron sin trabajo, arréglense como puedan. Hay que 
seguir agrandando la torta y después» -me pregunto cuándo- 
«se podrá repartir». 


En el semestre que va de junio a enero de 1998, comparado 
con el mismo semestre pero de 1999, los trabajadores en el 
Seguro de Paro aumentaron un 31.5 %; en el trimestre que va 
de abril a junio, los trabajadores enviados al Seguro de Paro 
aumentaron, según las cifras oficiales, un 39.9 %. Si compara- 
mos junio de 1998 con junio de 1999, el aumento de trabaja- 
dores que pasaron al Seguro de Paro se ubicó en un 40.9%. 
Estamos hablando de los que van al Seguro de Paro, porque 
tienen derecho a cobrarlo; pero hay muchos que van al paro 
sin tener ningún derecho. 


Ayer escuché en los informativos que se había llegado a un 
récord de gente en el Uruguay que está en el Seguro de Paro. 
Pero el comunicado más o menos oficial se preocupó mucho 
de que todos agregaran -fue una sintomática repetición- que 
los picos coincidían con crisis de otros países, del «efecto 
tequila», de la crisis brasileña. ¡Ya basta!; hablemos de una 
vez del fracaso del neoliberalismo y los que tengan preferen- 
cias etílicas, fetichistas o musicales, que sigan con los efectos 
del tequila... 


(Suena el timbre indicador de tiempo) 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Mesa ruega al señor Senador 
Korzeniak que trate de redondear su exposición, dado que han 
concluido los cuarenta minutos que ha solicitado. 


SEÑOR KORZENIAK.- Trataré de redondear, si es posi- 
ble con tolerancia, muy rápidamente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Ya la hay, señor Senador. 
SEÑOR KORZENIAK.- Se la reconozco y agradezco. 


Decía: ...que sigan con los efectos del tequila, de la caipi- 
rinha o del samba brasileño, del Buda o de las meditaciones 
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asiáticas y a lo mejor, próximamente, de esa estupenda ginebra 
argentina, del pisco chileno o peruano, o del teleteatro venezo- 
lano, porque imaginación hay de sobra. 


Quiero terminar esta exposición con una referencia legisla- 
tiva a una de las características ya mencionadas de la receta 
neoliberal: cierto rechazo a las normas sobre controles de lega- 
lidad. Tengo en mi poder una lista de solamente las leyes que 
están en el Senado y que proponen controles -algunos míni- 
mos-, que no se pueden hacer avanzar. No me da el tiempo y 
no quiero abusar de la paciencia del Cuerpo, pero sí deseo 
expresar que más de una vez me he preguntado si no se tratan 
y no se aprueban porque fueron presentadas por frenteamplis- 
tas o porque el equipo económico de Gobierno no admite nin- 
guna ley que establezca un mínimo de control de licitud, de 
legalidad en la actuación de la gente, de las sociedades, de las 
empresas y también de los trabajadores. 


Muchas gracias. 


13) FONDO DE INVERSIONES PARA LA COLONIZA- 
CION 


SEÑOR PRESIDENTE.- El Senado ingresa a la considera- 
ción del asunto que figura en cuarto término del orden del día: 
«Proyecto de ley por el que se crea el Fondo de Inversiones para 
la Colonización, el que será administrado por el Instituto Nacio- 
nal de Colonización. (Carp. N* 706/97 - Rep. N* 761/98).» 


(Antecedentes:) 


«Carp. N* 706/97 
Rep. N* 761/98 
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PROYECTO DE LEY 


ARTICULO 1”.- Créase el Fondo de Inversiones 
para la Colonización, el que será administrado por el 
Instituto Nacional de Colonización. 


ARTICULO 2”.- El Fondo de Inversiones para la 
Colonización estará constituido por: 


a) El Producto de la colocación por el Banco Cen- 
tral del Uruguay de una Serie Anual de Bonos del Teso- 
ro, emitida en dólares estadounidenses. 


b) Recursos propios generados por la administración 
de los bienes propiedad del Instituto. 


c) Donativos que se efectúen a nombre del INC, con 
el fin de promover la colonización. 


ARTICULO 3”.- El Fondo de Inversiones para la 
Colonización, será gestionado por el INC de acuerdo a 
las siguientes pautas: 


a) Un 70% del producto de la emisión anual de Bo- 
nos a que se refiere el inciso a) del artículo 2*, será 
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destinado a la adquisición de tierras, conforme a los 
procedimientos establecidos en la Carta Orgánica del 
Instituto. 


b) El fondo restante, será destinado a créditos para 
los colonos instalados o a instalarse, con el fin de po- 
blar los predios y acondicionarlos para su explotación. 


ARTICULO 4”.- Las tierras adquiridas con los re- 
cursos del Fondo de Inversiones para la Colonización, 
serán prioritariamente adjudicadas para su explotación 
bajo sistemas que, en alguna medida, contemplen for- 
mas cooperativas de producción. 


ARTICULO 5”.- La emisión de Bonos del Tesoro 
a que se refiere el apartado a) del artículo 2*, tendrá 
lugar entre el 1? de marzo y el 31 de mayo de cada año, 
por un monto anual de U$S 30:000.000 (treinta millo- 
nes de dólares estadounidenses). Las condiciones de la 
emisión -plazos, tasa de interés, comisión y bonifica- 
ción- serán fijadas por el Banco Central del Uruguay, 
sesenta días antes de la fecha de emisión de la Serie 
respectiva. 


ARTÍCULO 6".- Comuníquese, etcétera. 
José Korzeniak, Reinaldo Gargano. Senadores. 
EXPOSICION DE MOTIVOS 


En sus casi 50 años de existencia, el INC ha distri- 
buido entre sus colonos una cifra cercana a las 335.000 
hectáreas, es decir, ALGO MENOS DE 6.700 HAS. 
POR AÑO (un par de estancias). 


Dicho promedio, de por sí bajo, ha venido a su vez 
descendiendo desde comienzos de la década de los 70. 


Considerando solamente los años de Gobierno De- 
mocrático, tenemos la siguiente situación: 


En el quinquenio 1983-89, se incorporaron a la co- 
lonización un total de 5.524 Hás., a un promedio anual 
de 1.105. 


En el quinquenio 1990-94, se aprecia un incremento 
significativo, pero absolutamente insuficiente: se incor- 
poraron alrededor de 20.000 Hás., elevando el prome- 
dio a algo más de 4.000 Hás. anuales. 


Tomando globalmente el período que va desde la 
asunción del gobierno democrático a la fecha (1985- 
1996), se totalizaron 29.082 Hás. con una media anual 
de 2.423 Hás. Dicho promedio, por increíble que pudie- 
ra parecer, es netamente inferior a aquel logrado en los 
once años y medio del régimen de facto, en que se 
incorporaron al Instituto un promedio cercano a las 3.500 
Hás. Si consideramos sólo los dos años de gestión del 
actual Directorio, el promedio sufre un descenso brus- 
co: desciende a tan solo 650 hás. por año. 
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Al margen de coyunturas más o menos favorables, 
la cuestión de la colonización en el país ha tenido y 
tiene una limitante fundamental: la constante escasez de 
recursos. 


Desde el momento mismo de la aprobación de la 
Ley de Creación del Instituto Nacional de Colonización 
(Ley N* 11.029, de fecha 12 de enero de 1948), Legis- 
ladores de todos los Partidos reconocieron en tal situa- 
ción una seria limitación para los cumplimientos de los 
fines explicitados en la Ley, la cual fue concebida, en- 
tonces, como un PRIMER PASO, al que luego habrían 
de seguir otros... que, sin embargo, aún estamos por 
dar. 


En 1960, es decir, a catorce años de la creación del 
INC, tomó estado público una polémica entre miembros 
de su Directorio e integrantes del Consejo Nacional de 
Gobierno, cuyo tema central fue, precisamente, la ES- 
CASEZ DE RECURSOS del Instituto. 


Vale la pena reproducir aquí, algunos de los concep- 
tos vertidos en la oportunidad por unos y otros lo que 
nos hemos permitido subrayar algunas frases. 


El Vicepresidente del Instituto, manifestó: “La tra- 
gedia del hombre sin tierra y la tierra sin hombres, se- 
guirá subsistiendo mientras no se prohíba a las Socieda- 
des Anónimas la adquisición de tierras con las ventajas 
y facilidades con que lo hacen, ahora, (...) mientras al 
Instituto no se le dé mayor autonomía y siga dependien- 
do del Banco Hipotecario, del Banco República y de lo 
que establece la Constitución en su artículo 194, y siga 
débil, cojo, tímido, inoperante, calificativos que no me 
pertenecen... * 


Y con respecto a la creación del “Banco Agrario”, 
agregó: “Creemos que sería crear un instituto más en 
el país, y, en cambio, creemos que debe hacerse lo que 
ya señalaron los Legisladores que proyectaron la Ley 
N* 11.029: ir modificando esta ley, a la luz de la expe- 
riencia de los catorce años de aplicación y dotar al Ins- 
tituto de mayores recursos, ya que entendemos que éste 
es el organismo adecuado para realizar la Reforma Agra- 
ria en el país”. 


Otro de los Directores, manifestó: “Hablar de la fal- 
ta de resultados obtenidos por este Directorio, es hablar 
de la incapacidad de los directores, si no se señala que, 
nos han dejado sin recursos”. 


En el marco de la controversia, también hablaron 
miembros del Consejo Nacional de Gobierno. El Con- 
sejero Arroyo Torres, expresó: “Desde que se instaló el 
Instituto Nacional de Colonización he solicitado que, 
por vía de la Ley, se le den los fondos necesarios que lo 
provean del instrumento legal para poder realizar algu- 
nas colonizaciones. El Instituto se presentó aquí, ante el 
Consejo Nacional de Gobierno expresando que había 
varias sentencias con los precios de entonces que iban a 
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quedar sin efecto porque el Instituto, sin los fondos ne- 
cesarios, no podía pagar los precios y adquirir esas tie- 
rras. En realidad, en tres años y medio el Instituto, sólo 
completó el pago de una tierra de la que estaba en pose- 
sión hace ocho o diez años. Después no compró nada 
más. No ha hecho otra cosa que administrar, cruzado de 
brazos”. 


El Consejero Grauert, por su parte, manifestó: “El 
problema no va a arreglarse hasta que no se tome la 
medida que, regular y normalmente, le dé al Instituto de 
Colonización 100 a 200 millones de pesos anuales. Esta 
es la única manera de realizar, realmente, la Reforma 
Agraria en nuestro país y evitar este estado de retroceso 
económico que estamos viviendo”. 


Sin duda alguna, de eso se trata: hoy como ayer, el 
INC necesita para el adecuado cumplimiento de sus fi- 
nes, contar con un ingreso de dinero regular y perma- 
nente. Pero además, en estos últimos años, han sucedi- 
do en el país cosas que han cambiado mucho la realidad 
de nuestra campaña y que hacen hoy más necesaria que 
nunca, una agresiva política de colonización. Veamos a 
título de ejemplo, algunos datos aportados por los *Cen- 
sos Generales Agropecuarios” de 1980 y de 1990, tanto 
en materia de TENENCIA de la tierra, como en materia 
de POBLACION RURAL. 


En 1980, se contabilizaron 68.362 establecimientos 
agropecuarios, exactamente 20.768 MENOS que en 
1956. Dicha disminución de cerca de 900 establecimien- 
tos por año, se dio fundamentalmente por expulsión de 
productores NO propietarios y por desaparición de pe- 
queñas y medianas unidades de producción. 


En materia de POBLACION RURAL, y en el mis- 
mo lapso, la población de nuestra campaña había des- 
cendido de 318.000 a 264.000 habitantes (y sólo a nivel 
de “asalariados rurales” dicho descenso fue de 22.000, 
pasando de 181.000 a 159.000). 


Tomando en cuenta los datos del Censo General 
Agropecuario de 1990, la cifra de establecimientos ru- 
rales descendió desde 1980 a la fecha, de 68.362 a 
54.816, lo que significa una reducción absoluta de 13.546 
establecimientos (¡1.354 establecimientos por año!). 


En lo que refiere a la POBLACION RURAL en 
general, la misma descendió, en el mismo lapso, de 
264.216 a 213.367, lo que habla de una reducción abso- 
luta de 50.849 personas (¡casi un 20% menos que 10 
años atrás!). 


Y sólo en materia de trabajadores rurales, su núme- 
ro se redujo en 19.016 (12% respecto a 1980), pasándo- 
se de 159.446 a 140.430. Esto indica que más de 1900 
trabajadores abandonan cada año nuestra campaña. Los 
datos manejados demuestran, en forma exultante, que la 
necesidad de REPOBLAMIENTO DE NUESTRA 
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CAMPAÑA -que era uno de los principales objetivos 
que se perseguían con la creación del INC- es hoy más 
imperiosa que en ese momento. También demuestran 
que, por la razón que fuere -y una de las razones más 
directamente involucradas es la notoria escasez de re- 
cursos con que ha contado- el INC no ha podido rever- 
tir ni igualar el proceso de despoblamiento rural que ya 
entonces se evidenciara. 


En un evento realizado en la ciudad de Durazno (las 
llamadas “Jornadas Nacionales de Derecho Agrario”) el 
entonces Decano de la Facultad de Derecho y Catedrá- 
tico de Derecho Agrario, Dr. Gelsi Bidart, manifestó 
estas elocuentes palabras, refiriéndose a las dificultades 
del INC: “La dificultad que tiene el Instituto, es la esca- 
sez de medios económicos, principalmente”. Y agregó, 
refiriéndose al tema más general de la Reforma Agraria: 
*... yo diría que ha faltado hasta el momento una visión 
integral del problema de la Reforma Agraria. La Refor- 
ma Agraria no tiene que realizarse simplemente sobre la 
base de algún elemento aislado, sino que tiene que en- 
cararse a través de una política agraria nacional. En esa 
política agraria nacional, el Instituto de Colonización 
tiene que ser una herramienta fundamental”. 


Tal como ayer, en efecto, la cuestión sigue siendo la 
misma: el repoblamiento de la campaña aparece indiso- 
lublemente ligado al problema de la tenencia de la tierra 
y a su forma de explotación, debiendo enmarcarse en 
una política más general de verdadera “Reforma Agra- 
ria”. 


La gente para comenzar a repoblar la campaña está; 
tenemos en el país un “Movimiento Nacional de Aspi- 
rantes a Colonos”, que en su momento de auge llegó a 
tener más de 25.000 integrantes, extendidos a lo largo y 
ancho del país. Dicho Movimiento, parcialmente desin- 
tegrado en la actualidad, es el mismo que auspiciara los 
proyectos que proponen el pasaje de tierras en poder de 
los Bancos Central y de la República a manos del INC, 
para ser distribuidas en el marco de las competencias de 
éste, y que ha impulsado importantes realizaciones, como 
el campo de siembra de Montes y el campo de recría de 
Florida. Están también los hijos de los actuales colonos, 
quienes hace años esperan tierras de parte del INC. 


Sin embargo, no bastaría con repartir más tierras; 
habría que estar en condiciones de dar créditos y brin- 
dar asesoramiento técnico a los colonos de todo el país. 
Se trata, pues, no sólo de conseguir más tierras, sino 
también, al igual que siempre, DE DOTAR AL INSTI- 
TUTO NACIONAL DE COLONIZACION DE MAS 
RECURSOS. 


Es lo que pretendemos lograr con el presente pro- 
yecto. Creemos que el país está en condiciones de vol- 
car, en el término de 10 años, un volumen como el 
planteado (300:000.000 de dólares estadounidenses), con 
una media de inversión anual de U$S 30:000.000. Con 
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dicho monto, el país estaría en condiciones de volcar a 
la colonización un total aproximado a las 50.000 Hás. 
anuales, es decir, veinte veces más que el promedio de 
los últimos años. 


No se nos escapa, obviamente, que la forma de fi- 
nanciación propuesta -la emisión de Bonos del Tesoro- 
requiere la iniciativa del Poder Ejecutivo. No obstante, 
creemos que el fin propuesto en el proyecto, de dinami- 
zar la colonización de nuestra campaña, debe ser bien 
visto por todos los sectores políticos nacionales, por lo 
que no dudamos en cuanto a la obtención de dicha ini- 
ciativa. 


Es hora de que los parlamentarios de todos los sec- 
tores, transformemos en hechos concretos las palabras 
que, a lo largo de casi cinco décadas, se han vertido en 
torno a la colonización y a la necesaria repoblación de 
nuestra campaña. En otras palabras, es hora de pasar de 
las buenas intenciones, a los hechos. 


José Korzeniak, Reinaldo Gargano. Senadores. 


CAMARA DE SENADORES 
Comisión de Ganadería, 
Agricultura y Pesca 


INFORME 
Al Senado: 


FONDO DE INVERSIONES 
PARA LA COLONIZACION 


Fundamentos para su aprobación por el Senado 


El proyecto de ley que se somete a la consideración 
del Cuerpo, lleva varios años en la órbita del Senado. 
Fue presentado por primera vez en la pasada Legislatu- 
ra y vuelto a presentar a comienzos de la presente, con 
la firma de quien suscribe y del Senador José Korze- 
niak. 


Contrariamente a lo que pudiera suponerse, no es -ni 
pretendió serlo nunca- un proyecto de tipo partidario. 
Así quedó claramente establecido durante su discusión 
en Comisión y así fue tomado por el conjunto de sus 
integrantes. 


La Comisión de Ganadería, Agricultura y Pesca del 
Senado estudió el proyecto y consultó a representantes 
de las entidades interesadas. El día 12 de junio de 1997, 
fueron recibidos los señores Rodolfo Cambiasso y Pe- 
dro Sande -Presidente y Secretario, respectivamente, del 
Instituto Nacional de Colonización- y el Asesor Letrado 
doctor Mario Camaño. Debemos decir que las autorida- 
des del Instituto Nacional de Colonización se mostraron 
entusiastas con la idea explicitada en el proyecto. Abun- 
daron en razones para ello, explicando la magnitud de 
la crisis financiera del Organismo y aclarando cómo el 
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Instituto Nacional de Colonización es el único organis- 
mo que tiene la posibilidad de recuperar, a mediano 
plazo, las inversiones que realiza. 


También nos relataron acerca de los esfuerzos que 
han realizado por actualizar los registros de quienes so- 
licitan tierras del Instituto: de más de veinte mil aspi- 
rantes, finalmente lograron llevar los registros a una 
cifra de 3.453. Se trata de 3.050 hombres y 403 muje- 
res, además de una Cooperativa, dispuestos a ir ya mis- 
mo a poblar un campo. Por contrapartida, el Instituto 
Nacional de Colonización, por falta de fondos, sólo ha 
podido adquirir el 2 por mil de los predios rurales que 
le fueron ofertados en arreglo a la Ley de Colonización. 


Otro organismo que estuvo reunido con la Comi- 
sión, fue el Directorio del Banco de Seguros del Estado, 
representado en la oportunidad por su Presidente, doc- 
tor Carlos Cassina, su Vicepresidente, José Jorge Bois- 
menú, el Director Sergio Orlando Arbiza y los asesores 
doctor Washington Germano, contador Guillermo Po- 
rras e ingeniero agrónomo Alejandro Isola. En ocasión 
de esta comparecencia, realizada el día 10 de julio de 
1997, quedó claro que las autoridades del Banco de 
Seguros estaban plenamente dispuestas a encontrar una 
solución que les permitiera realizar sus activos en tie- 
rras a la par de colaborar con el Instituto Nacional de 
Colonización. 


Por otra parte, podemos decir que recibimos nota de 
la Asociación de Colonos del Uruguay, conteniendo no 
sólo expresiones favorables para los términos del pro- 
yecto, sino también una serie de propuestas tendientes a 
mejorarlo. 


Finalmente, debemos decir que también recibimos 
en la Comisión, el día 3 de julio de 1997, a representan- 
tes del Ministerio de Economía y Finanzas. En la opor- 
tunidad, se hicieron presentes el contador Juan A. Mo- 
reira, Subsecretario del Ministerio y sus asesores: Di- 
rector General, contador Rodolfo Caretti y economista 
Gustavo Michelini. También integró esta delegación el 
señor Presidente del Banco Central del Uruguay, conta- 
dor Humberto Capote. La opinión del Ministerio de Eco- 
nomía fue contraria a financiar al Instituto Nacional de 
Colonización mediante la emisión de Bonos por el monto 
propuesto en el proyecto, básicamente por dos tipos de 
razones: porque ya el Estado estaría vertiendo sumas 
considerables, por diversos mecanismos que explicitó, 
con destino al sector agropecuario; por otro lado, por- 
que una emisión de deuda de unos 300 millones de 
dólares en diez años, afectaría el nivel de endeudamien- 
to del país y obligaría a aumentar la carga impositiva, 
ya muy elevada. 


Nosotros no compartimos el criterio del Ministerio 
de Economía y Finanzas. Creemos que, independiente- 
mente de que se estén utilizando una serie de instru- 
mentos en beneficio del agro, lo que importa es saber si 
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es o no necesario dar un impulso a la colonización en el 
país, realizando una inversión a mediano plazo, la cual 
por otra parte, podría ser rápidamente rentable, si se 
invierte, como es el deseo de las autoridades del Institu- 
to Nacional de Colonización, en sectores agrarios y pe- 
cuarios de punta. En lo que respecta al aumento del 
endeudamiento, creemos que, para un nivel de endeuda- 
miento como el existente -estimado por fuentes ministe- 
riales en 3.100 millones de dólares-, un monto de 30 
millones de dólares anuales no puede, en modo alguno, 
tornarse inmanejable. 


Pensamos que, más allá de las palabras, no existe 
verdadera voluntad política de invertir en la coloniza- 
ción del país. Por eso, no fue posible obtener la necesa- 
ria iniciativa del Poder Ejecutivo, ni para éste, ni para 
cualquier otro proyecto que beneficiara al Instituto Na- 
cional de Colonización y que nosotros en Comisión nos 
manifestamos dispuestos a apoyar. Seguimos creyendo 
que la colonización es necesaria, que es necesario y aún 
imprescindible el mantener a la gente afincada en el 
campo, que no es conveniente ni deseable que la gente 
siga emigrando a la ciudad en busca de condiciones 
adecuadas de vida y productividad. 


Finalmente, queremos señalar que, de acuerdo con 
información aparecida en la prensa, una de las posibili- 
dades manejadas en Comisión -la de que el Banco de 
Seguros del Estado canjeara las tierras en su poder, 
vertiéndolas al Instituto Nacional de Colonización, por 
valores emitidos por el Estado, en una operación trian- 
gular que aparecía como muy plausible- ya no va a 
poder ser, por cuanto el Banco de Seguros del Estado 
ha puesto a la venta tales activos. 


Como complemento de este informe, adjuntamos la 
“Exposición de Motivos” del proyecto en discusión, cu- 
yas consideraciones conservan plena validez. 


Montevideo, 27 de octubre de 1998. 


Reinaldo Gargano Miembro Informante, Da- 
nilo Astori. Senadores. 


INFORME 
Al Senado: 


Con relación al proyecto de ley de creación de un 
Fondo de Inversiones para la Colonización, a ser admi- 
nistrado por el Instituto Nacional de Colonización, en 
mi carácter de miembro de la Comisión de Ganadería, 
Agricultura y Pesca del Senado de la República, deseo 
dejar establecido que no comparto el mismo por los 
motivos que a continuación habré de consignar. 


S1 bien la finalidad que persigue el proyecto no debe 
dejar de ser compartida en cuanto al problema que tien- 
de a solucionar, estimo que la vía elegida no resulta la 
más adecuada, así como tampoco la actual coyuntura 
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que vive el país y la región dan mérito a que se poster- 
guen o hagan peligrar otras prioridades de relevancia 
superior. 


El sector político que tengo el honor de integrar, en 
temperamento que comparto totalmente, ha reiterado su 
falta de disposición a colaborar en todo aquello que 
implique un aumento del ya importante endeudamiento 
en el cual el país está sumido. 


El proyecto en comentario, en finalidad que reitero, 
es sumamente loable, resulta incompatible por su forma 
de financiamiento mediante la emisión anual de Bonos 
del Tesoro en dólares estadounidenses por un monto de 
treinta millones. 


Y tal incompatibilidad se produce en tanto su finan- 
ciación conspira contra el programa de estabilización 
que ya se ha trazado el país desde hace varios años, 
tanto en materia de contención del gasto público así 
como también en el deseo de otorgar mayores niveles 
de competitividad en el proceso de integración regional, 
deseo que se plasma mediante la disminución de los 
aportes a la seguridad social. 


Por otra parte, también aparece como claro que si al 
endeudamiento actual, se le agregan los costos de emi- 
siones adicionales, no solamente aparejará una mayor 
dificultad para enfrentar las coyunturas económicas ex- 
ternas desfavorables sino también un aumento de lo que 
ha sido enemigo y preocupación constante desde la pa- 
sada administración: la inflación. 


Tampoco debe olvidarse, que para el año próximo 
se ha pronosticado un estancamiento del crecimiento 
del Producto Bruto Interno, el cual seguramente se verá 
más comprometido si votamos nuevos títulos de deuda. 


Si se considera que, para lograr más aceptables con- 
diciones de competitividad de nuestro país, resulta ne- 
cesario disminuir la presión fiscal, resulta manifiesta- 
mente evidente que cualquier gasto adicional que recai- 
ga sobre el producto, habrá de aumentar aquella perju- 
dicando las finalidades ya definidas como prioritarias. 
Sobre todo en este momento en que se debe competir 
con otros documentos, como Obligaciones Negociables 
sino también con los mercados de la región que también 
pugnan por aumentar los ahorros de sus naciones. 


También resulta de peso el hecho de que iniciativas 
de esta índole -repito: loables- no pueden ser el fruto de 
consideraciones aisladas. Así por ejemplo, existen pro- 
gramas para reconversión de la granja, riego, apoyo al 
pequeño productor, reconversión del sector azucarero, 
lechero, etc., más no se han pensado globalmente las 
posibles soluciones. 


Como argumento de gran trascendencia, debo agre- 
gar que si se desea adquirir tierras, es imperioso que 
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previamente se termine el inventario de los inmuebles 
del Estado para que junto al Instituto Nacional de Colo- 
nización, se estudien y definan las posibilidades concre- 
tas de transferencias de activos, sin que suponga un 
agravamiento de la deuda ya existente. 


Por las razones expuestas, es que no puedo acompa- 
ñar el proyecto de referencia. 


Montevideo, 5 de noviembre de 1998. 
Luis Alberto Heber Miembro Informante.» 
SEÑOR PRESIDENTE.- Léase el proyecto. 
(Se lee) 
-En discusión general. 


Este proyecto de ley tiene dos miembros informantes: el 
señor Senador Gargano y el señor Senador Heber. 


Tiene la palabra, en primer lugar, el señor Senador Garga- 
no. 


SEÑORA ARISMENDI.- ¿Me permite una interrupción, 
señor Senador? 


SEÑOR GARGANO.- Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede interrumpir la señora Se- 
nadora. 


SEÑORA ARISMENDI.- Señor Presidente: en forma pre- 
via a que el señor Senador Gargano comience a hacer la funda- 
mentación de este proyecto de ley, quería dejar sentado que 
empezaremos a incursionar en una iniciativa muy importante 
que, seguramente, el señor Senador explicará con absoluta cla- 
ridad. Me refiero al proyecto de ley que tiene que ver con el 
Fondo de Inversiones para la Colonización. También se ha 
incluido en el orden del día el texto que ya se ha comenzado a 
discutir sobre reproducción humana asistida, el que tipifica 
como falta laboral grave al acoso sexual y, por último, el que 
refiere a las trabajadoras públicas o privadas en estado de 
gravidez que cumplen tareas que puedan afectar su embarazo o 
al feto. Creo que la ausencia de Senadores en Sala habla por sí 
misma y es, por otra parte, el corolario a la intervención tan 
clara que hacía el señor Senador Korzeniak. 


Es cuanto deseaba señalar. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede continuar el señor Senador 
Gargano. 


SEÑOR GARGANO.- Señor Presidente: en mi opinión, es 
muy importante que haya coincidido el tratamiento de este 
tema con la situación por la que atraviesa el sector agropecua- 
rio en la actualidad. Como es de conocimiento de todos los 
señores Senadores, desde el mes de abril estamos asistiendo a 
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un proceso de movilizaciones que surgieron en forma cuasi 
espontánea, desde las bases mismas de la sociedad agropecua- 
ria. Dichas movilizaciones luego fueron encauzadas orgánica- 
mente por las instituciones que funcionan en el área de la 
producción agrícola y pecuaria del país. Quiere decir que des- 
de el mes de abril hasta el presente se ha abierto un proceso de 
negociaciones que aún no ha culminado. 


En el día de hoy se ha hecho público el rechazo de las 
sociedades agropecuarias, fundamentalmente de la Federación 
Rural, hacia determinadas medidas planteadas por el Poder 
Ejecutivo, y se anuncia una situación conflictiva aún más grave 
a corto plazo, algo así como la paralización de actividades por 
un lapso de 72 horas. 


Como dije, me parece muy oportuno que este proyecto de 
ley sea considerado en el día de hoy -y subsiguientes, si es 
menester- porque refiere, fundamentalmente, a una de las pa- 
lancas o de los mecanismos que permitirían comenzar a resol- 
ver progresivamente la situación de crisis por la que atraviesa 
el sector agropecuario desde hace muchos años, aunque perió- 
dicamente tiene momentos de distensión, como cuando mejo- 
ran los precios de las «commodities» a nivel internacional, y 
surgen procesos de empeoramiento, por ejemplo, cuando los 
precios internacionales caen. 


¿Qué se proponía el proyecto de ley? Estamos en 1999 y 
esta iniciativa fue presentada por primera vez en 1992, así que 
ya tiene ocho años de presencia en las carpetas legislativas. El 
mismo se refiere, fundamentalmente, a la posibilidad de crear 
un fondo de inversiones para la colonización, y afirma en el 
desarrollo de la fundamentación: «En sus casi 50 años de exis- 
tencia, el INC ha distribuido entre sus colonos una cifra cerca- 
na a las 335.000 hectáreas, es decir, ALGO MENOS DE 6.700 
HAS. POR AÑO (un par de estancias). 


Dicho promedio, de por sí bajo, ha venido a su vez descen- 
diendo desde comienzos de la década de los 70. 


Considerando solamente los años de Gobierno Democráti- 
co, tenemos la siguiente situación: 


En el quinquenio 1985-89, se incorporaron a la coloniza- 
ción un total de 5.524 Hás., a un promedio anual de 1.105. 


En el quinquenio 1990-94, se aprecia un incremento signi- 
ficativo, pero absolutamente insuficiente: se incorporaron alre- 
dedor de 20.000 Hás., elevando el promedio a algo más de 
4.000 Hás. anuales. 


Tomando globalmente el período que va desde la asunción 
del gobierno democrático a la fecha (1985-1996), se totaliza- 
ron 29.082 Hás. con una media anual de 2.423 Hás. Dicho 
promedio, por increíble que pudiera parecer, es netamente in- 
ferior a aquel logrado en los once años y medio del régimen de 
facto, en que se incorporaron al Instituto un promedio cercano 
a las 3.500 Hás. Si consideramos sólo los dos años de gestión 
del actual Directorio, el promedio sufre un descenso brusco: 
desciende a tan solo 650 hás. por año. 
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Al margen de coyunturas más o menos favorables, la cues- 
tión de la colonización en el país ha tenido y tiene una limitan- 
te fundamental: la constante escasez de recursos. 


Desde el momento mismo de la aprobación de la Ley de 
Creación del Instituto Nacional de Colonización (Ley N* 11.029, 
de fecha 12 de enero de 1948), Legisladores de todos los Parti- 
dos reconocieron en tal situación una seria limitación para los 
cumplimientos de los fines explicitados en la Ley, la cual fue 
concebida, entonces, como un PRIMER PASO, al que luego 
habrían de seguir otros... que, sin embargo, aún estamos por 
dar. 


En 1960, es decir, a catorce años de la creación del INC, 
tomó estado público una polémica entre miembros de su Di- 
rectorio e integrantes del Consejo Nacional de Gobierno, 
cuyo tema central fue, precisamente, la ESCASEZ DE RE- 
CURSOS del Instituto. 


Vale la pena reproducir aquí, algunos de los conceptos ver- 
tidos en la oportunidad por unos y otros lo que nos hemos 
permitido subrayar algunas frases. 


El Vicepresidente del Instituto, manifestó: “La tragedia del 
hombre sin tierra y la tierra sin hombres, seguirá subsistiendo 
mientras no se prohíba a las Sociedades Anónimas la adquisi- 
ción de tierras con las ventajas y facilidades con que lo hacen, 
ahora, (...) mientras al Instituto no se le dé mayor autonomía y 
siga dependiendo del Banco Hipotecario, del Banco República 
y de lo que establece la Constitución en su artículo 194, y siga 
débil, cojo, tímido, inoperante, calificativos que no me perte- 
necen... ” 


Y con respecto a la creación del “Banco Agrario”, agregó: 
“Creemos que sería crear un Instituto más en el país, y, en 
cambio, creemos que debe hacerse lo que ya señalaron los 
Legisladores que proyectaron la Ley N* 11.029: ir modifican- 
do esta ley, a la luz de la experiencia de los catorce años de 
aplicación y dotar al Instituto de mayores recursos, ya que 
entendemos que éste es el organismo adecuado para realizar la 
Reforma Agraria en el país”. 


(Ocupa la presidencia el señor Senador Sarthou) 


-Otro de los Directores, manifestó: “Hablar de la falta de 
resultados obtenidos por este Directorio, es hablar de la inca- 
pacidad de los directores, si no se señala que, nos han dejado 
sin recursos”. 


En el marco de la controversia, también hablaron miembros 
del Consejo Nacional de Gobierno. El Consejero Arroyo To- 
rres, expresó: “Desde que se instaló el Instituto Nacional de 
Colonización he solicitado que, por vía de la Ley, se le den los 
fondos necesarios que lo provean del instrumento legal para 
poder realizar algunas colonizaciones. El Instituto se presentó 
aquí, ante el Consejo Nacional de Gobierno expresando que 
había varias sentencias con los precios de entonces que iban a 
quedar sin efecto porque el Instituto, sin los fondos necesarios, 
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no podía pagar los precios y adquirir esas tierras. En realidad, 
en tres años y medio el Instituto, sólo completó el pago de una 
tierra de la que estaba en posesión hace ocho o diez años. 
Después no compró nada más. No ha hecho otra cosa que 
administrar, cruzado de brazos”. 


El Consejero Grauert, por su parte, manifestó: “El proble- 
ma no va a arreglarse hasta que no se tome la medida que, 
regular y normalmente, le dé al Instituto de Colonización 100 a 
200 millones de pesos anuales. Esta es la única manera de 
realizar, realmente, la Reforma Agraria en nuestro país y evitar 
este estado de retroceso económico que estamos viviendo”. 


Sin duda alguna, de eso se trata: hoy como ayer, el INC 
necesita para el adecuado cumplimiento de sus fines, contar 
con un ingreso de dinero regular y permanente. Pero además, 
en estos últimos años, han sucedido en el país cosas que han 
cambiado mucho la realidad de nuestra campaña y que hacen 
hoy más necesaria que nunca, una agresiva política de coloni- 
zación. Veamos a título de ejemplo, algunos datos aportados 
por los “Censos Generales Agropecuarios” de 1980 y de 1990, 
tanto en materia de TENENCIA de la tierra, como en materia 
de POBLACION RURAL. 


En 1980, se contabilizaron 68.362 establecimientos agro- 
pecuarios, exactamente 20.768 MENOS que en 1956. Dicha 
disminución de cerca de 900 establecimientos por año, se dio 
fundamentalmente por expulsión de productores NO propieta- 
rios y por desaparición de pequeñas y medianas unidades de 
producción. 


En materia de POBLACION RURAL, y en el mismo lapso, 
la población de nuestra campaña había descendido de 318.000 
a 264.000 habitantes (y sólo a nivel de “asalariados rurales” 
dicho descenso fue de 22.000, pasando de 181.000 a 159.000). 


Tomando en cuenta los datos del Censo General Agrope- 
cuario de 1990, la cifra de establecimientos rurales descendió 
desde 1980 a la fecha, de 68.362 a 54.816, lo que significa una 
reducción absoluta de 13.546 establecimientos (¡1.354 estable- 
cimientos por año!). 


En lo que refiere a la POBLACION RURAL en general, la 
misma descendió, en el mismo lapso, de 264.216 a 213.367, lo 
que habla de una reducción absoluta de 50.849 personas (¡casi 
un 20% menos que 10 años atrás!). 


Y sólo en materia de trabajadores rurales, su número se 
redujo en 19.016 (12% respecto a 1980), pasándose de 159.446 
a 140.430. Esto indica que más de 1.900 trabajadores abando- 
nan cada año nuestra campaña. 


Los datos manejados demuestran, en forma exultante, que 
la necesidad de REPOBLAMIENTO DE NUESTRA CAM- 
PAÑA -que era uno de los principales objetivos que se perse- 
guían con la creación del INC- es hoy más imperiosa que en 
ese momento. También demuestran que, por la razón que fuere 
-y una de las razones más directamente involucradas es la no- 
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toria escasez de recursos con que ha contado- el INC no ha 
podido revertir ni igualar el proceso de despoblamiento rural 
que ya entonces se evidenciara. 


En un evento realizado en la ciudad de Durazno (las llama- 
das “Jornadas Nacionales de Derecho Agrario”) el entonces 
Decano de la Facultad de Derecho y Catedrático de Derecho 
Agrario, Dr. Gelsi Bidart, manifestó estas elocuentes palabras, 
refiriéndose a las dificultades del INC: “La dificultad que tiene 
el Instituto, es la escasez de medios económicos, principal- 
mente”. Y agregó, refiriéndose al tema más general de la Re- 
forma Agraria: *... yo diría que ha faltado hasta el momento 
una visión integral del problema de la Reforma Agraria. La 
Reforma Agraria no tiene que realizarse simplemente sobre la 
base de algún elemento aislado, sino que tiene que encararse a 
través de una política agraria nacional. En esa política agraria 
nacional, el Instituto de Colonización tiene que ser una herra- 
mienta fundamental”. 


Tal como ayer, en efecto, la cuestión sigue siendo la mis- 
ma: el repoblamiento de la campaña aparece indisolublemente 
ligado al problema de la tenencia de la tierra y a su forma de 
explotación, debiendo enmarcarse en una política más general 
de verdadera “Reforma Agraria”. 


La gente para comenzar a repoblar la campaña está; tene- 
mos en el país un “Movimiento Nacional de Aspirantes a Colo- 
nos”, que en su momento de auge llegó a tener más de 25.000 
integrantes, extendidos a lo largo y ancho del país. Dicho Mo- 
vimiento, parcialmente desintegrado en la actualidad, es el mis- 
mo que auspiciara los proyectos que proponen el pasaje de 
tierras en poder de los Bancos Central y de la República a 
manos del INC, para ser distribuidas en el marco de las com- 
petencias de éste, y que ha impulsado importantes realizacio- 
nes, como el campo de siembra de Montes y el campo de 
recría de Florida. Están también los hijos de los actuales colo- 
nos, quienes hace años esperan tierras de parte del INC. 


Sin embargo, no bastaría con repartir más tierras; habría 
que estar en condiciones de dar créditos y brindar asesora- 
miento técnico a los colonos de todo el país. Se trata, pues, no 
sólo de conseguir más tierras, sino también, al igual que siem- 
pre, DE DOTAR AL INSTITUTO NACIONAL DE COLONI- 
ZACION DE MAS RECURSOS. 


Es lo que pretendemos lograr con el presente proyecto. 
Creemos que el país está en condiciones de volcar, en el térmi- 
no de 10 años, un volumen como el planteado (300:000.000 de 
dólares estadounidenses), con una media de inversión anual de 
U$S 30:000.000. Con dicho monto, el país estaría en condicio- 
nes de volcar a la colonización un total aproximado a las 50.000 
Hás. anuales, es decir, veinte veces más que el promedio de los 
últimos años. 


No se nos escapa, obviamente, que la forma de financia- 
ción propuesta -la emisión de Bonos del Tesoro- requiere la 
iniciativa del Poder Ejecutivo. No obstante, creemos que el fin 
propuesto en el proyecto, de dinamizar la colonización de nues- 
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tra campaña, debe ser bien visto por todos los sectores políti- 
cos nacionales, por lo que no dudamos en cuanto a la obten- 
ción de dicha iniciativa». Nos referíamos a la del Poder Ejecu- 
tivo. 


Es evidente que ello no fue así, señor Presidente, y que 
estas razones incontrastables que expusimos cuando presenta- 
mos el proyecto están absolutamente todas vigentes, con el 
agregado de que al día de hoy ya no son, una mera iniciativa, 
sino una necesidad imperiosa para comenzar a resolver los 
problemas del sistema agropecuario. 


Obsérvese, señor Presidente, que tenemos un problema gra- 
vísimo en el sector lechero, donde hay dificultades de rentabi- 
lidad que no están vinculadas sólo a la coyuntura actual, es 
decir, al hecho de que haya bajado el precio de la leche en 
Brasil y de que no podamos colocar nuestros excedentes allí 
porque nuestra producción es más cara que la de ese país, sino 
a la dimensión que tienen los predios. Digo esto porque en su 
mayoría se trata de predios medianos y pequeños que no alcan- 
zan, por ese motivo, a tener una rentabilidad aceptable para 
poder competir a nivel nacional e internacional. Según los téc- 
nicos, esto afecta a alrededor de 1.800 productores lecheros; 
pero ya no se trata sólo de 1.800 productores -porque se dice 
rápidamente esta cifra-, sino de 1.800 familias, un mundo de 
gente que gira alrededor de ellos. Dentro de esas familias hay 
cuatro o cinco personas que laboran la tierra, que atienden al 
ganado, que lo ordeñan y que realizan esta tarea todo el año; 
hay que tener en cuenta que las vacas hay que ordeñarlas todo 
el año, que no tienen licencia, Fin de Año, 1” de mayo ni 
Navidad. Esta gente, que alcanza las cuarenta o cincuenta mil 
personas, es la que abandona periódicamente el sector agrope- 
cuario, porque esta actividad no tiene viabilidad. Además, la 
inmensa mayoría, muchas veces subsiste con el pedido de Man- 
zanares que recibe como compensación de la Cooperativa Agro- 
pecuaria a CONAPROLE que suministra la asistencia. 


Pero allí no hay sólo gente, así como tampoco sólo un 
problema de carencia; existe también lo que se llama técnica- 
mente un paquete tecnológico: me refiero al saber hacer las 
cosas. Esa gente sabe cómo hacerlo y no tiene que aprenderlo 
nuevamente, porque lo han trasmitido de generación en gene- 
ración. Ha ido aprendiendo las técnicas nuevas, las tiene asu- 
midas y, sin embargo, no puede aplicarlas. No lo puede hacer, 
porque no hay un Estado que haga el esfuerzo de llevarlas 
adelante. 


Me voy a referir ahora a otro capítulo que no es poco 
importante. Recuerdo que algún dirigente nacional cuyo punto 
de vista no compartía, decía que el problema de la carne se 
resolvía con carne. Como podrán recordar, esto se dijo hace 
unos cuarenta años. Hoy esta afirmación puede tener cierto 
viso de realidad. ¿En qué sentido lo digo? En el sentido de que 
el productor de carne en nuestro país ha afirmado que está en 
condiciones de poder multiplicar el rodeo nacional y de dupli- 
car, en un plazo de no más de 15 años, la cantidad de ganado 
que puede llegar a la faena. Esto está basado en el hecho de 
que existen técnicas nuevas que el país conoce y con las que ha 
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experimentado, que permiten ahora que un novillo de 400 ó 
450 quilos pueda estar preparado en dos años y medio -es 
decir, antes de los tres años- y no como ocurría antes, a los 
cinco años. Para el país esto tiene una enorme importancia 
desde el punto de vista de los recursos económicos que puede 
obtener. Sin embargo, hay mucha gente que esto no lo puede 
hacer. Precisamente, así lo han manifestado los dirigentes de la 
Asociación Rural en la Comisión de Ganadería, Agricultura y 
Pesca -obsérvese que me refiero específicamente a los dirigen- 
tes de la Asociación Rural y no a los de los pequeños y media- 
nos productores-, quienes han sostenido, por ejemplo, que la 
gente que está trabajando en el basalto no puede obtener renta- 
bilidad si tiene terrenos inferiores a las 1.000 hectáreas. Suce- 
de muchas veces que productores propietarios de 1.000 hectá- 
reas en el basalto, sin asistencia técnica y sin capacidad de 
inversión, necesarias para aumentar la productividad de esa 
tierra pobre en fertilidad, viven casi al nivel de la pobreza o 
por debajo de ella. Justamente, como señalaba el señor Sena- 
dor Korzeniak, no se trata sólo de palabras. Es verdad; hay 
casi un 50% de los productores rurales que están por debajo 
del nivel de la pobreza. 


Seguramente, dentro de dos o tres días tendremos una polé- 
mica, porque ayer me preguntaron de nuevo si objetaba los 
criterios que tenía el país para medir la pobreza. En ese senti- 
do, decía que confío en los técnicos que trabajan para el Insti- 
tuto Nacional de Estadística, que es gente honrada y honesta, 
pero que hace los cálculos de acuerdo con los patrones que le 
dan. Por ejemplo, si les dicen que deben medir cuánta gente 
tiene ingresos inferiores a $ 2.000, que son dos Salarios Míni- 
mos Nacionales, esa es la medida de la pobreza en el Uruguay. 
Obviamente, un grupo familiar que tenga un ingreso menor a 
$ 2.000 vive por debajo del nivel de pobreza. Sin embargo, no 
se calcula de la misma forma en el resto del mundo, donde el 
índice que marca el nivel de pobreza es mucho más alto. 


De todas formas, no se trata sólo de un problema de pobre- 
za y de la gente que se viene del campo a la ciudad. Diría que 
tampoco es sólo un tema de pérdida del paquete tecnológico. 
Trabajar en la ganadería exige una capacidad de aprendizaje 
muy larga, ya que hay que saber hacer muchas cosas y no sólo 
-COmo aparece a veces en la televisión- andar a caballo y jun- 
tar el rodeo de los vacunos. Hay que hacer muchas tareas que 
se aprenden en un largo período de tiempo y se trasmiten de 
generación en generación. 


Con todo esto estamos planteando volver económica la in- 
versión del país. Fíjese, señor Presidente, que en estos días he 
leído en la prensa que el país está negociando un crédito con el 
Banco Interamericano de Desarrollo por U$S 150:000.000 para 
eliminar los asentamientos irregulares en la periferia de las 
ciudades. 


SEÑOR BERGSTEIN-- El crédito es de U$S 110:000.00, 
señor Senador. 


SEÑOR GARGANO.- Entonces, tomemos por cierto el dato 
del señor Senador Bergstein. 
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Me pregunto si no sería mucho más importante, en lugar de 
invertir USS 110:000.000 en levantar los asentamientos irregu- 
lares -naturalmente, no estoy en desacuerdo en que se haga 
eso-, utilizarlos para tratar de que esa gente que ha ido a parar 
a esos asentamientos, en gran medida expulsada del campo, 
pudiera tener la posibilidad de trabajar allí de manera produc- 
tiva, a fin de arrimar riqueza al país, enriquecerse ella misma y 
vivir mejor. Me parece que en la periferia de las ciudades no 
van a resolver sus problemas, y créanme que en los núcleos 
básicos evolutivos no van a vivir bien. En estos días, he pasa- 
do por algunos de estos lugares en el interior del país y he 
podido ver que en 60 metros cuadrados, divididos en dos por 
un tabique, viven diez personas. 


De la misma forma, me pregunto si no es más económico 
invertir de la manera en que estoy planteando, que tener luego 
que construir cárceles para los delincuentes. 


He escuchado -lo digo con asombro y, naturalmente, se 
trata de una crítica a esto- al actual Subsecretario de Economía 
y Finanzas cuestionar el proyecto de ley de emisión de Bonos 
del Tesoro por U$S 30:000.000 anuales, diciendo que si efec- 
tuaba esta emisión anual las dificultades del Tesoro para poder 
recolocar los vencimientos de las planchas que llegaban a su 
fin iban a ser muy grandes, por lo que iban a tener que subir 
las tasas de interés, pasando de 5% o 6% a 7%. En ese mo- 
mento, pregunté qué cantidad de Bonos del Tesoro había emi- 
tidos y se me dijo que U$S 3.200:000.000. En mi despacho 
tengo las cifras -no las traje porque no creí que llegáramos a 
considerar este tema en el día de hoy- que el país tiene conta- 
bilizadas en su deuda por Letras de Tesorería y Bonos del 
Tesoro, que superan ampliamente los U$S 4.125:000.000. Lo 
que nosotros planteábamos no era ni siquiera la tesis de que se 
agregara, sino que una parte de lo que se tiene que remitir 
tuviera un destino específico y no fuera exclusivamente para el 
pago de la deuda. Seguramente, a no muy largo plazo debere- 
mos hablar de la deuda, porque todos dicen que es manejable y 
que está muy bien hecho el planteo para hacerlo, pero yo quie- 
ro ver qué sucede si la situación que tenemos planteada prosi- 
gue un año más y cómo vamos a hacer para afrontar venci- 
mientos que para el 2004 superan los U$S 4.400:000.000. 


Creo que es mucho más rentable, desde el punto de vista de 
las leyes del mercado, garantizar que la gente reciba un crédito 
para tener un predio de dimensiones adecuadas para una ex- 
plotación agropecuaria también adecuada. De esta forma, po- 
dría mantenerse en el medio donde sabe trabajar, vivir de una 
manera decorosa y decente y devolver el recurso que se le 
prestó. Naturalmente, ese es el objetivo, ya que el Instituto no 
regala el dinero. 


SEÑORA ARISMENDI.- Pido la palabra para una cuestión 
de orden. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Helios Sarthou).- Tiene la pa- 
labra la señora Senadora. 


SEÑORA ARISMENDI.- Solicito que se prorrogue el tiem- 
po de que dispone el orador. 
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SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Helios Sarthou).- Si no se hace 
uso de la palabra, se va a votar la moción formulada. 


(Se vota:) 
-15 en 16. Afirmativa. 
Puede continuar el señor Senador Gargano. 


SEÑOR GARGANO.- Agradezco al Cuerpo la prórroga, 
pero espero terminar en pocos minutos. 


Este es un tema que ya no está planteado para resolver 
dentro de una década. Personalmente he visto -quiero decirlo 
desde el punto de vista político, con satisfacción- que los inte- 
grantes de este movimiento de productores de carne y lana, así 
como otros que se han acoplado en la movilización que han 
ensayado en estos últimos meses, han planteado la necesidad 
de planificar el desarrollo agropecuario. Cuando se habla, por 
ejemplo, del basalto -aquí hay gente más experta en el tema 
que yo-, se sabe que una inversión importante en esa zona, que 
comprometa al Estado y que apoye a los productores a hacer 
praderas artificiales, a achicar los potreros, a hacer el destete 
temprano y que utilice más mano de obra, ayuda no sólo a 
producir más, sino a garantizar que la tierra siga siendo pro- 
ductiva, a mejorarla y a tener más recursos para colocar en el 
exterior. 


Cuando los productores de carne de la Federación Rural y 
la Asociación Rural me muestran el volumen de crecimiento 
que se podría obtener duplicando la producción de carne, no 
sólo pienso en la gente que va a trabajar en el campo, sino 
también en los que lo van a hacer en la ciudad, en los frigorífi- 
cos o en las curtiembres. Digo esto porque se obtendría el 
doble de todo: de carne, de cuero, de menudencias y de pro- 
ductos que van a la industria química, lo que podría fortalecer 
el desarrollo de los productos fundamentales de nuestro país. 
Inclusive, es posible que dentro de poco tiempo encontremos 
diamantes en el país, y seguramente los que conocen el tema 
ya saben dónde están y van a hacer la inversión cuando sea 
rentable. 


De todas formas, lo importante para nosotros es que haga- 
mos lo mejor posible aquello para lo que estamos preparados y 
que podamos lograr no sólo una inversión buena, sino también 
darle una buena calidad de vida a nuestra gente. 


En mi opinión -y con esto voy terminando mi exposición-, 
se trata de opciones entre dos modelos en relación con esta 
materia, es decir, algo similar a lo que manifestaba recién el 
señor Senador Korzeniak. Aquí, en esta Sala, en el mes diciembre 
del año pasado hubo una interpelación al señor Ministro de Eco- 
nomía y Finanzas sobre el tema del Banco Pan de Azúcar; como 
es sabido, este último proceso terminó con una pérdida que el 
Estado -no el Senador que habla- estima en U$S 50:000.000, 
porque eso es lo que le reclama al grupo que preside el señor 
Benhamou en las demandas que ha formalizado ante el Poder 
Judicial. Estamos hablando de U$S 50:000.000 de un banco 
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que le vendió en U$S 5:000.000. Cuando terminó la interpela- 
ción, no hubo discusión acerca de los hechos porque estaban 
demostrados a través de las propias demandas judiciales que 
había hecho el Estado. Quiere decir que se comprobó que era 
realidad todo lo que habíamos sostenido durante dos años. Y 
en un día -es decir, las 24 horas que mediaron entre el momen- 
to en que se fijó la interpelación y la instancia en que la misma 
se realizó- el Poder Ejecutivo pudo disponer dotar a la Corpo- 
ración Nacional para el Desarrollo de U$S 25:000.000 a efec- 
tos de que el Banco de Crédito, que estaba en una situación 
crítica, pudiera comprar el paquete accionario del Banco Pan 
de Azúcar y resolver la crisis del sistema financiero en el plano 
de dichos Bancos. ¡Eso no fue inflacionario! ¡Para eso se emi- 
tieron Bonos del Tesoro! ¡Eso no traía como consecuencia 
dolores a la economía nacional ni producía sacudones estrepi- 
tosos! 


A mi juicio, equivocamos el camino, señor Presidente. Y 
quiero decir que en este planteo no soy dogmático; es decir, si 
hay otro mecanismo para dotar al sector agropecuario de los 
instrumentos necesarios que le permitan mantener en el medio 
productivo a las familias que en él trabajan, o llevar a ese 
mismo medio a otra gente que también pueda hacerlo -brindan- 
do los recursos con los cuales puedan, en forma aceptable, 
asumir compromisos crediticios que los ayuden a trabajar con 
solvencia y, en consecuencia, aumentar la producción del país- 
considero que el país debe implementarlo. En el sistema finan- 
ciero trabaja ya demasiada gente; personalmente, soy partida- 
rio de defender a los trabajadores que se desempeñan en ese 
sector. No los quiero echar de allí y tampoco rebajar su sala- 
rio, pero sí quisiera que los peones rurales ganaran más. La 
gente no puede vivir ganando $ 60 por día. Precisamente, hoy 
de mañana leí un comunicado que fue publicado en todos los 
diarios. ¿Sabe usted, señor Presidente, a cuánto asciende el 
salario de un mayordomo o capataz encargado de un predio de 
las dimensiones de una estancia? A $ 1.836, siempre y cuando 
reciba alojamiento y comida; para el caso de que no los reciba, 
el patrón tiene que pagarle $ 29 más por jornada. Verdadera- 
mente, es una locura. Es seguro que si ese capataz viene un día 
a Montevideo y sigue a un carrito de los que recogen cartón en 
las calles, observa adónde lo va a vender y ve lo que obtiene, 
se va a dedicar a eso, porque ganaría más y tendría menos 
responsabilidad. Un capataz es el que lleva el predio, el que se 
encarga de todo; tiene que hacer las planillas y ver cuándo se 
vacuna, cuándo se baña al ganado, cuándo se lo marca, etcéte- 
ra. Es decir, debe tener todos los instrumentos técnicos meti- 
dos en su cabeza, para llevarlos adelante. 


En definitiva, tenemos una campaña no solamente con gra- 
ves dificultades económicas y financieras, sino también con 
mucha gente muy empobrecida, a la que hay que dar alguna 
solución. Este es un ensayo, un instrumento nada desmesura- 
do para un país que tiene una deuda externa que supera los 
U$S 12.000:000.000. Personalmente, siempre recuerdo que 
cuando empezamos a discutir en el ámbito de aquella re- 
unión, la Concertación Nacional Programática -me he olvi- 
dado casi hasta del nombre- el gran tema era la deuda; el 
país debía U$S 4.800:000.000. Hoy debe, sólo el sector pú- 
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blico, más de U$S 6.000:000.000. Hemos pagado no sólo 
los U$S 4.800:000.000, sino que también nos hemos endeuda- 
do. No digo que no haya que tener capacidad de endeudamien- 
to, si de lo que se trata es de aumentar la producción; pero creo 
que hay que hacerlo con ese criterio, basado en el aumento de 
la producción y en la capacidad de repago. Este era uno de los 
mecanismos que entendimos muy importante para poder hacer- 
lo. 


Muchas gracias. 
(Ocupa la Presidencia el Lic. Hugo Fernández Faingold) 
SEÑOR HEBER.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el Miembro In- 
formante, señor Senador Heber. 


SEÑOR HEBER.- Señor Presidente: luego de escuchar al 
señor Senador Gargano, quien también es Miembro Informan- 
te, debemos decir que coincidimos con algunas de sus reflexio- 
nes; en lo que discrepamos es en el objetivo y en el instrumen- 
to que el Frente Amplio propone en estos momentos. 


Consideramos que hay un tema de forma que hay que cui- 
dar; en ese sentido, me pareció escuchar en la exposición del 
señor Senador que el proyecto necesitaba, y necesita, iniciativa 
del Poder Ejecutivo para poder ser votado por el Cuerpo. De 
otra manera, sería claramente inconstitucional. Aquí tengo el 
artículo que viola la Constitución, pero creo que no se ha 
planteado una discusión sobre ese punto. 


Quiere decir que ante todo tenemos un problema de forma 
que es importante; me refiero a la inviabilidad que tiene este 
Cuerpo de sancionar un proyecto que sabe es notoriamente 
violatorio de la Constitución en sus disposiciones. Pero no me 
quiero amparar en este problema de forma que tiene la iniciati- 
va para no pronunciarme sobre el fondo del asunto. Pienso que 
eso también es importante porque, de alguna manera, lo que 
aquí se plantea es si la solución de la agropecuaria nacional 
pasa por tener U$S 30:000.000 por año durante diez años como 
endeudamiento, de modo de generar más colonos en el país. 


En relación con el tema, señor Presidente, debemos hacer 
dos reflexiones. La primera de ellas tiene un carácter que po- 
dríamos llamar histórico o de análisis de lo que ha pasado en 
la colonización del país durante estos años. La segunda es más 
actual y, a ese respecto, debo decir que coincido con muchas 
de las cosas que dijo el señor Senador Gargano sobre la crisis 
de la agropecuaria nacional. Lo que él manifestaba acerca de 
lo que está pasando en dicho sector en la actualidad es parte 
integrante de una crisis muy importante. Es por eso que, a mi 
criterio, tendríamos que enfocar esta discusión, primero, hacia 
el tema de la colonización. 


Ante todo, pienso que es muy fácil hablar siempre con el 
diario del lunes -como se dice a veces-, es decir, sabiendo lo 
que pasó en el país después; quizás lo más difícil sea prever lo 
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que habrá de suceder en el mundo y en el país, actuar en 
consecuencia y no errar en las decisiones a tomar. 


La colonización en el Uruguay no fue bien hecha. Tan es 
así que muchas de las colonias que hoy tiene nuestro país 
necesitan la asistencia, no sólo mediante subsidios, sino tam- 
bién en cuanto a los predios, porque han quedado inviables. 
Cuando empezó a establecerse la colonización en el país, un 
predio de 2.000, 1.000 y hasta de 500 hectáreas tenía su renta- 
bilidad; en aquel momento éramos mejores tomadores de pre- 
cios. Además, se pagaban más los productos del campo, a tal 
punto que era económicamente viable tener predios de 500 
hectáreas, e incluso de menor extensión. No teníamos proble- 
mas regionales; éramos un país que no tenía autoabastecimien- 
to en materia de leche. Uruguay nacía y construía su mercado y 
su potencial lechero, a tal punto que hoy dependemos esencial- 
mente de nuestras exportaciones para poder dar viabilidad a 
nuestra producción. 


Vale decir, señor Presidente, que desde hace 40 ó 50 años 
en el país se viene tomando una política descolonizadora, que 
ha ido cambiando notoriamente. Creo que aquí ha habido una 
falta de previsión por parte del Instituto Nacional de Coloniza- 
ción en advertir esos cambios que, de alguna manera, genera- 
ron problemas dentro de las propias colonias. Recuerdo per- 
fectamente que cuando fui electo por primera vez Representan- 
te por el departamento de Rivera, en una de sus colonias había 
que realizar un trámite -que era muy difícil que el Directorio 
aprobara- para que un colono pudiera cultivar arroz. Es verdad 
que esto no ocurre en la actualidad, pero en ese momento era 
muy difícil porque no figuraba entre las normas del Instituto 
Nacional de Colonización. Parecía que el mismo estaba pro- 
gramado para determinado tipo de producciones y era necesa- 
rio un estudio técnico para que se abriera una nueva brecha en 
determinados suelos del departamento. En aquel entonces esto 
parecía una locura, ya que se iba muy de atrás al progreso 
pero, por suerte, se logró que el Instituto comprendiera que 
no necesitaba un productor agropecuario nacional o extranje- 
ro -aunque esto último todavía no está permitido- para poder 
hacer una explotación en conjunto. Sabemos que hay ciertas 
explotaciones que requieren una gran inversión, y salir de la 
carne y la lana a ciertos productores les llevaba, no solamente 
a comprometer la viabilidad de sus empresas, sino también a 
requerir de un socio que generara ese tipo de producción. 


Además, a lo largo del tiempo, cuando se nombraban los 
nuevos Directores del Instituto Nacional de Colonización, pa- 
recía que nacía una nueva esperanza -como decía un eslogan-, 
pero ello no ocurría porque, en definitiva, se seguía adminis- 
trando predios de los que ni siquiera dueños eran los colonos. 
Realmente no entiendo esa política del Instituto que se basa en 
el arrendamiento; si se quería conseguir colonos, ¿por qué arren- 
dar? ¿Por qué no propietarios? Justamente es en el campo 
donde el sentido de propiedad se manifiesta en mayor medida, 
con el cuidado de la misma tierra, la suerte económica y la 
viabilidad de la empresa. Esto no ocurre solamente en Uru- 
guay, sino en todas partes del mundo, aunque no debemos 
buscar ejemplos de dificultades de colectivización de la tierra 
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que han generado muertes y persecuciones masivas. Pienso 
que fue un mal intento del Instituto Nacional de Colonización 
mantener arrendatarios hasta el día de hoy. A mi juicio, debe- 
ría generar posibilidades para que ellos sean mañana propieta- 
rios y, en lugar de arrendar un predio, tengan la oportunidad de 
que ese bien que es tan palpable para la gente que trabaja la 
tierra, no solamente les pertenezca, sino también a su descen- 
dencia, porque ello es parte de la idiosincrasia del hombre de 
campo. 


Sin entrar a discutir acerca de la financiación, como hemos 
ingresado en una serie de temas, me parece importante señalar 
que los problemas de la agropecuaria nacional y del Instituto 
Nacional de Colonización son diferentes. Me da la sensación 
de que deberíamos tener una política de colonización de resca- 
te al productor que es colonizador. Quizás cuadriculando un 
predio y determinando que ese tipo de divisiones estaba gene- 
rando una política colonizadora, se ha producido un problema 
endémico en el Instituto que debemos solucionar. Asimismo, 
pienso que debemos ayudar a los colonos y esto no es posible 
hacerlo sin tener una política colonizadora realmente perdura- 
ble que pueda estar preparada para los avatares que ocurren en 
el país y en todo el mundo. Debemos actuar teniendo en cuenta 
el suelo -coincido en ello con el señor Senador Gargano-, por- 
que no es lo mismo una colonia que esté en el basalto que otra 
ubicada en el sur del país, con otro tipo de posibilidades de 
explotación. Entonces, el Estado debe regionalizar y planificar 
qué es lo mínimo indispensable, en cuanto a viabilidad econó- 
mica, que necesita una producción en función de sus posibili- 
dades de desarrollo. 


Afortunadamente, cuando Wilson Ferreira estuvo al frente 
del Ministerio -cuyo Subsecretario era el señor Senador García 
Costa- se hizo mucho hincapié en la investigación agropecua- 
ria y en la tecnificación, abriendo institutos -como el INIA y 
otros de investigación- que perduran hasta el día de hoy y han 
hecho avances realmente importantes. Generalmente no se bus- 
có en el Instituto Nacional de Colonización la vía experimen- 
tal, tal vez por tener una serie de aprehensiones sobre lo que 
podía ser la eficiencia de un productor que proviniera de aquél. 
Por supuesto, hay excepciones y con esto no quiero generalizar 
lo que puede ser la realidad del propio Instituto. Inclusive, 
existen ejemplos -que sería muy largo enumerarlos- sobre los 
inconvenientes que ha tenido el Instituto Nacional de Coloni- 
zación a lo largo del tiempo. Pero quizás su peor enemigo es él 
mismo. Digo esto con mucho respeto y con una autocrítica que 
debemos hacer sobre el papel que debe desempeñar. 


Tengo conocimiento de una compra de un campo -lo he 
manifestado en el seno de la Comisión- por vía de expropia- 
ción, en la que la ley permite la aceptación en primera instan- 
cia, opción de la que hizo uso el Instituto. Era un campo de 
una familia muy trabajadora en el departamento de Cerro Lar- 
go, que se vendió y, si no me equivoco, hace más de diez años 
que el Instituto lo compró -si no es así, por lo menos han 
pasado ocho o nueve años-, pero allí no ha hecho nada. Se 
trata de un predio de dos mil hectáreas y no sé por qué razón el 
Instituto entiende que debe existir una cuenca lechera. Real- 
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mente, no sé qué estudios pueden respaldar la necesidad de 
generar una cuenca lechera en campos que son invernadores. 
Quizás los haya y no los conozco, pero durante ocho años 
como mínimo no se han deslindado los predios, porque el Ins- 
tituto no cuenta con recursos para poder realizar la división. 
Además, una vez que divida, seguramente tampoco tendrá di- 
nero para construir los caminos de llegada a cada predio. Esa 
es la realidad que vive el Instituto Nacional de Colonización. 
Efectivamente, me desesperó esta situación, porque había téc- 
nicos jóvenes egresados de la Universidad que aprovecharon 
esos créditos que otorgaba el Banco de la República para trans- 
formarse en colonos. 


En definitiva, deben pensar como empresarios y el Instituto 
los observa en cuanto a su viabilidad como tales. Si éste tiene 
dinero como para comprar el campo y demora por lo menos 
ocho años en poder deslindarlo -todavía no se han adjudicado 
estos predios en el departamento de Cerro Largo-, el beneficio 
es para los anteriores dueños que, en definitiva, tienen arrenda- 
da parte de esos campos para pastoreo, a precios menores que 
los del mercado; esto quiere decir que, de algún modo, estuvie- 
ron y no estuvieron en manos del Estado durante ocho años. 
Esta situación, señor Presidente, debe llevarnos a mantener 
una actitud crítica con el Instituto Nacional de Colonización, 
aunque ésta debe ser sana y no en contra del mismo. Aclaro 
que éste debería arreglar las situaciones que hoy tiene a su 
cargo, ya que son problemas endémicos que debe solucionar y 
no estar pensando si es factible que el Estado genere una polí- 
tica colonizadora. 


La ley de 1948 es perfecta, pero como siempre pasa en el 
Uruguay, un poco beligerante de más; tenemos un país de pa- 
pel que es maravilloso pero que después choca con la realidad 
de una manera importante, porque no es suficiente tener un 
instrumento legal para que se transforme en una realidad con- 
trastable. 


Ahora bien, realmente pienso, señor Presidente, que la cri- 
sis agropecuaria golpea aún más a los productores colonizado- 
res, porque generalmente no son los productores de punta del 
país y no tienen, lamentablemente, la capacidad y el capital de 
giro necesario como para hacer experiencias tecnológicas de 
las que se puedan obtener mayores rendimientos, máxime si no 
tienen el sentido de propiedad de su tierra. En este sentido, 
insisto en que el sistema de arrendamiento no ha sido una 
buena experiencia para el Instituto. Es más: los éxitos que ha 
recogido el Instituto han sido sobre todo en el sector lechero, 
pero estos chocan con el mismo crecimiento de la empresa, 
que no tiene la posibilidad de tener un campo de recría. En el 
Gobierno anterior se pudo comprar, y fue una gota de agua en 
un gran estanque; si bien fue una buena señal y un buen intento 
como para poder ayudar, creo que la política era tratar de 
agrandar los predios que había. 


En definitiva, si la propia producción lechera ocupaba a 
todos, no tenían la posibilidad de darles viabilidad empresarial 
si no agrandaban sus predios para que los campos de recría 
fueran complementos o incluso coperarios como para poder 
aflojarle el ganado que el mismo predio de colonización tenía. 
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Esto, a nuestro juicio, se suma a los problemas que hoy 
tiene la agropecuaria, que, vuelvo a decir, golpean de una ma- 
nera mucho más dura en predios que están obligados a tener 
determinada extensión y que son inviables por su propia super- 
ficie. Yo coincido con lo que dijo el señor Senador Gargano en 
cuanto a lo que escuchamos en Comisión, y creo que aún más 
se hablaba de lo que era la unidad básica en el basalto como 
para poder tener rentabilidad. Sé que el doctor Batlle dijo que 
eran 2.500; lo afirmó en la Comisión. Y hay productores que 
nos aseguraron que en el basalto superficial no había viabili- 
dad económica para los predios menores de 1.000 hectáreas; 
estoy seguro de que eso es así. Es más, en algunos lugares se 
dice que ni siquiera esa extensión es viable. 


Quiere decir que ahí la política colonizadora tiene que ser 
diferente. El mismo Instituto, de alguna manera, tiene que re- 
convertirse, porque en el basalto no tenemos predios mayores 
de 1.000 hectáreas, según lo admite el propio Instituto en los 
análisis técnicos del propio Estado. 


S1 bien el proyecto tiene la mejor de las intenciones y todos 
queremos tener una política colonizadora, creo que no es por 
este lado que vamos a poder resolver el problema. A mí me 
gustaría darle dinero y apoyo al Instituto, no sé si para coloni- 
zar más, pero sí para resolver los problemas que tiene hoy. 


También digamos, señor Presidente, que es un Instituto bu- 
rocrático, con demasiada carga técnica para la poca aplicación 
técnica que tienen los predios de Colonización. Esto también 
hay que decirlo, porque no tenemos un Instituto maravilloso 
que simplemente precisa una inyección de dinero para funcio- 
nar magistralmente. Y creo que no es buen camino el solo 
hecho de agregarle dinero. Sí creo -y en esto coincido con lo 
que se ha dicho- que los problemas que tiene hoy la agrope- 
cuaria son profundos y que debemos tener una política a largo 
y a corto plazo diferente de la actual. También estoy de acuer- 
do cuando se señala que los problemas que hoy tiene la región 
solamente desnudan un problema de viabilidad económica y 
rentabilidad que en el campo se está dando hace cierto tiempo. 


SEÑOR SEGOVIA.- ¿Me permite una interrupción, señor 
Senador? 


SEÑOR HEBER.- Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede interrumpir el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR SEGOVIA.- He seguido con atención la exposi- 
ción del señor Senador Heber, pero quiero tomarla a partir del 
momento en que habla de generar una política colonizadora. 


El Estado debe ser el orientador de esa política colonizado- 
ra y surge también de lo expresado la opinión de que el Institu- 
to es el peor enemigo del Instituto. Creo que esta es una expre- 
sión dura para una institución que ha recibido críticas perma- 
nentes en su funcionamiento. 
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Nosotros somos habituales concurrentes a los foros sobre 
producción en el basalto superficial y estamos permanente- 
mente atentos a los problemas que tiene la parte de forestación 
en el país, por lo que sabemos de los tiempos de reconversión 
y de ajuste que han aparecido con temas importantes e incluso 
fundamentales, como el de la lechería. 


Se mencionó también por parte del señor Senador Heber la 
necesidad de un análisis técnico del propio Estado, para que 
ese Estado sea orientador de las políticas de desarrollo del 
medio rural. 


Yo creo que no es el Instituto el que tiene esas debilidades 
tan marcadas, sino que hay un error de conducción de ese 
Estado. Muchas de estas situaciones que se le critican al Insti- 
tuto y que hoy hacen grave el problema en el medio rural, 
surgen de la incapacidad, justamente, de nuestro Estado orien- 
tador. Esa incapacidad ha sido manifiesta en el último período, 
por cuanto nosotros, desde el seguimiento del trabajo del Mi- 
nisterio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Am- 
biente, hemos insistido permanentemente en la necesidad de 
una Ley de Ordenamiento Territorial, que sería la que hubiera 
evitado buena parte de estos problemas. Si hubiéramos tenido 
un correcto ordenamiento territorial -muy prometido, pero nunca 
cumplido-, sabríamos qué producción y en qué extensiones se 
debería trabajar en el basalto superficial, cuáles serían los lu- 
gares exactos para las cuencas lecheras, cuáles serían esas uni- 
dades básicas para ese basalto superficial, para cuencas leche- 
ras, para cuencas arroceras, para la forestación, etcétera. Sin 
embargo, nada de eso se ha instalado en la legislación urugua- 
ya y en el estudio del ordenamiento de su tierra. 


Yo creo -y es una crítica que hago con fuerza- que la falta 
de ordenamiento territorial ha generado en el país no solamen- 
te las dificultades del medio ganadero, sino también las del 
medio urbano, porque el país desconoce como política de Es- 
tado dónde se deben poner los acentos mayores. 


Rescato que el Instituto no es su peor enemigo por cuanto 
no ha sido orientado para esa ocupación de la tierra. Existen 
dudas e incapacidad para, una vez adquirida la tierra, reparce- 
larla para que sea eficiente. Eso se podría haber subsanado y 
creo que es una deuda que tienen el Poder Ejecutivo y la 
política que está llevando adelante en el medio agrario, urbano 
y rural hasta el momento. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede continuar el señor Senador 
Heber. 


SEÑOR HEBER.- Señor Presidente: me parece que el se- 
ñor Senador Segovia está demasiado influido por su profesión 
al creer que quizás la división o la forma de dividir den la 
solución al problema, dicho esto con todo respeto y cariño. 


Me parece que el tema radica en el cambio que opera en el 
país y en el mundo. No creo que esto no fuera viable en 1960; 
era otro tipo de viabilidad económica la que tenía la agrope- 
cuaria. Podemos referirnos, por ejemplo, al rubro lanas, donde 


3 de Agosto de 1999 


hay oscilaciones. No quiero ni pensar, pero predios que de 
alguna manera se habían establecido en el Uruguay en zonas 
netamente laneras -que el señor Senador Segovia conoce tan 
bien como yo-, como la Colonia «Aparicio Saravia», que son 
campos de cuchilla, duros y esencialmente ovejeros, hoy no 
deben ser viables, a no ser que suceda lo que se ha dado como 
vicio en el Instituto Nacional de Colonización, es decir, que 
aparezcan o figuren familias colonizadoras, resultando que es 
un mismo colono que está arrendando. Pero estas son cosas 
difíciles de probar. 


Por lo demás, creo que el problema del Instituto Nacional 
de Colonización no viene solamente por eso, sino por la nece- 
sidad de ver agrandados sus predios porque un predio de de- 
terminada extensión era viable en una época del país y hoy no 
lo es. 


Además, señor Presidente, creo que los temas de la agrope- 
cuaria no pasan por la solución de dar al Instituto Nacional de 
Colonización U$S 30:000.000 por año durante diez años. Tam- 
bién creo que con estas cifras estaríamos solucionando los pro- 
blemas de la agropecuaria en general. 


¿Cuánto es hoy el Impuesto al Patrimonio? Nosotros he- 
mos construido, señor Presidente, a lo largo de los años toda 
una estructura impositiva -que no digo que estuviera mal- en 
base a una rentabilidad agropecuaria porque en esa época los 
números daban. Y el Impuesto al Patrimonio que se estableció 
por una única vez -así se anunció en la década del 60, si no me 
equivoco-, nació como una contribución del sector agropecua- 
rio porque tenía resto y podía contribuir incluso con más de lo 
que estaba gravado. Pero ese Impuesto luego quedó para siem- 
pre. 


En la actualidad, tenemos que analizar la viabilidad econó- 
mica de la empresa agropecuaria en un mundo donde tenemos 
que abrir nuestras fronteras y competir con productores de 
todas partes. Entonces, cabe decir que hemos ido construyendo 
una sociedad solidaria, de la que no reniego y que me parece 
buena, tratando de ser en función de los valores que trasmi- 
te -quizás como distinción en América- una sociedad que en su 


CAMARA DE SENADORES 


C.S.-397 


definición hace su propio carácter como nación, justamente en 
la contribución de los sectores que de alguna manera tenían 
poder adquisitivo como para realizar ese tipo de sociedad. Pero 
resulta, señor Presidente, que al paso de los años se nos ha 
caído parte del sector que sustentaba ese proyecto de país. 


SEÑOR GARCIA COSTA.- Pido la palabra para una cues- 
tión de orden. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR GARCIA COSTA.- Señor Presidente: formulo mo- 
ción en el sentido de que se prorrogue el término de que dispo- 
ne el orador. 


14) SE LEVANTA LA SESION 


SEÑOR PRESIDENTE.- Hay 13 señores Senadores pre- 
sentes; por tanto, no hay número para votar. Por lo cual, si el 
Senado no tiene inconveniente, este punto pasaría a figurar 
como primero en el orden del día de la sesión de mañana. 


Queda levantada la sesión. 


(Así se hace, a la hora 19 y 40 minutos, presidiendo el 
Licenciado Hugo Fernández Faingold y estando presentes 
los señores Senadores Antognazza, Arismendi, Astori, Brez- 
zo, Cid, Garat, García Costa, Gargano, Heber, Irurtia, Kor- 
zeniak y Segovia.) 
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